
CAPITULO n. 

DEL CO!\"SEJO JUDICIAL. 

336. La ley permite que se nombre un consejo judicial 
(¡ las personas pródigas ó apocadas de ánimo. L~s que se 
hallan colocados en consej o no pueden. sin la asistencia 
de éste, verificar oiertos actos referentes á la gestión de su 
patrimo'lio; conservan el derecho de ejecutar los actos que 
no tienen vedados, y notablernent~ tienen capad dad parJ 
hacer todo g~nero de actos de administración, así com,) los 
concernientes:\ su persona. Así, pues, s'm á un tiempo 
mismo capaces é incapaces. Pero hasta que tengan cierta 
incapacIdad, para que las leyes que reglamentar¡ .,¡ nom 
bramiento de un consejo juclidal sean de orcen público. 

Siguese de aqul que el nombramiento de un consejo no 
pnede ordenarse por el juez sino en los dos casos previstos 
por la ley, es decir, por pobreza de espíritu y por prodiga 
lidad. El que no es pródigo ni pobre de esplritu no puede 
ser puesto bajo consejo, por más que lo cegase el imperio 
que un tercero ha sabido tomar sobre su inteligencia"! sn 
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voluntad, y que este nominio comprometa sus intereses. El 
caso se ha pre~e[Jtado ante la corte de Tul0sa. Una pcr"ona 
se había dejado dominar por un cura ti lal punto, 'TilO des 
empeñaba en la casa de éste lns ocupocióoes nd, humillan· 
tes, limpiando los trastos, cuidandú las ¡;allims; el cura des· 
empeüaba los asuntos de ar¡uél como si fUc1ra:J propios. Se 
pidió que esa persona fuera pw~sta bajo consejo. L1 corte 
resolvió que no había lugar; cn efecto, todo lo que resulta· 
La de los hechos alegados, era r¡ue el demandado se había 
somPlido á una dire~ción extraña, la cual ponía ser absurda 
IJoro era libremente aceptada por el r¡ue la sllfría (1). Si 
toJos los que abdican su raz(¡n y su vol unta'] ante un sao 
c"rdote debieran ponerse en cODséjo, habría que nombrar 
un eonsejl' judicial á todos los que profesln una religión, 
porque ¿acaso no son todos ellos báculo~ y cadúyut"o,? Esta 
cxpr8sión es de San Francisco y de S1~ Ignacio. 

Del principio de que el nombramiento de un consejo ju. 
dical es de orden público, síguese ¡¡,lemás qne no puede 
tralJrse ni de conveuci,'¡n en esta mat~ria, ni de aprobación, 
ni de consentimiento, ni de desistimiento. El estado de las 
persónas jamás puede modificarse por el consentimiento de 
las partes interesadas, ni por rennncias cualesquiera. Hay 
que aplicar aquí lo que hemos dicho de la interdicción (nú' 
mero 21)8). La corte de Turín, á la yez que admite el prin. 
cipio ha rehusado aplicarlo al consentimiento, on razón de 
que el fallo en el cual consiente el doman,lalo produce sus 
efectos, no por la voluntad del demandacJo, sino por la au· 
toridad de la justicia. En más de una o~asión hemos con· 
testado la objeción (2); la misma corte de Torín da una ra· 
zón que debe hacer que se repela la doctrina; ella dice que 
e] que consiente renuncia al derecho tle apelación y da la 

1 fTolosa, G tle Julio de 1867 (Dalloz, lSG7, 2,162). 
2 Véase ul tomo 3'? de de estos principio,'!, Dum.14:7. 
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autoridad de cosa juzgada á una decisióu que habría podido 
ser invalidada en apelación, lo que viene á parar en esta 
consecuencia inaceptable, que la voluntad de los individuos 
modifica el estado de las pel'súnas (1). 

El arto 315 decreta qué ningún juicio puede expedirse eu 
esta materia, ni en primera instancia, ni en apelación, SillO 
en virtud de las conclusiones del ministerio público; y es 
to porque el nombramiento de un consejo es de orden pÚo 
blico. En efecto, el código de procedimientos asienta, corno 
regla general, que las causas concernientes al e~tado de las 
pérsonas, deben comunicarse al procurador del ley (arti. 
culo 83, núm. 2'.; ahora bien, el nombramiento de un 
consejo judicial disminuye la capacidad de un pródigo ó 
de un pobre de espíritu, lnego afecta su estado. 

337. La ley pone en la mismá línea la deLilida,¡ de ánimo 
y la prodigalidad (arts. lt99 y 513). Esta asimilacióu no es 
racional. Las dos causas por las cuales se nombra un con­
sejo judicial, difieren, ciertamente, cUJndo se las considera 
en sí mismas. El que es pobre de espídtu, puede no ser 
pródigo; y el pródigo pUAde gozar de la plenitud de su in· 
teligencia. Defiriendo las causas, los efectos no deberían 
ser idénticos. Cierto acto que debería prohibirse al pródigo 
porque favoréee sus tendencias, podría permitirse á aquél 
cuya inteligencia es débil, porque no se necesita una gran 
fuerza de inteligencia para comprenderlo y celebrarlo, y la 
ree(proc~ también es verdadera. Se eon.cibe que se prohi­
ba á las personas débiles de entendimiento que litiguén, 
porque se necesita cierta inteligencia para penetrarse de las 
dificultades que se presentan en uua instancia judicial; ¿pe­
ro qué tiene de común la prodigalidad con los pleitos judi­
ciales? Si el pródigo litiga, es porque quiere resguardar sus 

1 Tnrín,4 de Enero ue 1812 (Dalloz, en la palabra interdiccJón, 
número 167, 1~) 
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intereses; luego no se puede reprocharle que los descuide 
cedienrlo á la tend~ncia ¡¡n'; tiene de gastar á troch~ y mo· 
che (1). La ley habría de dejar cierta latitud al juez, de 
morlo que hubiese proporcionado el grado de incapacidad 
con el grado de inteligencia: la uniformidad es uu~ falsa 
igualdad. 

SECCION l.-De las causas por las cuales 
hay lugar al nombramiento de un consejo judicial. 

§ I-DE LA DEBILIlJAD DE ANIMO. 

338. El nombramiento ,le un cOllsejo judicial por debi· 
li,lud de ánimo puede tener lugar de oficio ó á demanrl~ de 
las partes intéresadas. Se hace de ofido eu el case) preso 
crito por el 3rt. 499, que establece que: «al rechazar la 
demanda de interdicción, el tribunal podrá, no obstaute, 
si lo exigen las circunstancias, ordenar que el demandado 
no puede en lo de adelante litigar, transigir, pedir presta· 
do, recibir un capital mobiliario, ni dar descargos, euaga· 
nar, ni gravar sus bieues con hipotec&s, sin la asistencia de 
un consejo que se le Il<.mbrará en el Ulismo fallo. 

El nombramiento se haee do ofici,) en el sentido de que 
no debe s"r demand.Illo p'lr quiéll provocó la interdiccción. 
El tribu:lal es el que nombra un consejo, sin que el actor 
en la interdicción haya intervenido. Esto parece contrario 
al principio que prohibe al juez decretar sohre aquello que 
no se le ha pedido. La ley supone que la demanda de in­
terdicción implica una demanda que tiende al no.nbramien­
to de un cunseju. En efedo, el objeto de la acción, en su 
esencia, es que el trillunal vigile los interese. de una per .• 
sona que, con motivo de falta de inteligencia, no puede 
vigilarlos por si misma: al juez incumbe tomar las medi­
das conducentes. Esto depende de la debilitación de la iu-

1 Valette, Explicación sumaria de/libro l°, p, 383. 
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teligencia; si llega hasta volver á una persona completamen. 
te incapaz, habrla que incapacitarla; si la incapacidad es so­
lamente relativa a los actos m1Ís importantes y mas difíci­
les, hostará nombrarle un consejo judicial. 

Del principio de que la demallilil de interdicción eom­
prende implícitamente la demanda de un consejo judieiaJ, 
se desprende una consecuencia importante referente ¡\ los 
gastos y á las costas. Según los térluinos del art. 130 del 
código de procedimientos, el tribunal debe condenar á cos 
tas á la parté que pim'de el pleito. ¿Y pueuo ueclrse que 
el que provoca la iuterdiceión pierde el pleito, cuando el 
juez rechaza la demanna de interdicción, pero nombra un 
consejo al demandado? La cuestión se ha resuelto en diver· 
sos sentidos por las cortes ll); una sentencia resiente de la 
corte de casación casó una de la cúrte de Amiens, que ha­
bla condenado al artor á los gastos del juicio (2\ Hay un 
motivo para dudar. El arto 449 dice que el tribunal rechaza 
la demanda de interdicción ¿acaso esto no qniere decir que 
el actor pierde el pleito? Né, porque la denegación no es 
absoluta, el fallo mismo que rechaza la demanda de inter­
dicción admite la demanda implícita que tiende al nombra 
miento de un consejo. Luego el actor consigue ganar la 
causa. Esto se funda también en la rozón. El que provoca 
la interdicción de un pariente cumple con un deber que las 
leyes de la sangre le imponen; condenarlo á costas, equi­
valdrla á decirle que ha faltado á su deber, que hay que 
reprocharle una falta. EH él casO juzgado por la corte de 
casacióll, el actor era un abogado, él mismo defendió su 
causa anté la suprema corte y lo hizo en exce:entes térmi­
nos: la sentencia de la corte de Amiens, dijo él, lo habla 

1 Véause las ~tHltellcias en Dalloz, e'l let. l'a!alH'<1 interdicáótl t I1lL 
mero 149. 

2 Sentencia ,le oa,ación, de 14 ao Jlllio do 1857 (Dalloz, 1857, 
1,354). 
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lastimado en su honra, infligiéndole una especie de cen· 
sura: esto para él era un; profundo dolor, porque habla 
cumplido un deber penoso al provocar medidas que nunca 
son bien vistas por aquél en cu~'o interés se toman. La 
corte de casación hizo un acto de buena justicia, dándole 
la satisfacción que deseaba, y al mismo tiempo consagró los 
verdaderos principios dé derecho. 

339. El código no dice que el nombramiento de un con· 
sejo juJici~1 por debilidad de espíritu pueda hacerse direco 
tamente. Pero este derecho resulta imp]¡citamente del aro 
tlculo 499. Supuesto que la demanda de interdicción im­
pliüa la del nombramiento de un consejo jodicial, es e~i· 
dente que el actor puede hacer expresamente lo que la. le! 
le permite que haga tácitamente. La doctriaa y la jurispru· 
dencia se hallan de acuerdo e" este punto (i). Hay. sin 
embargo, un vacío en la ley; ella no define la causa por la 
cual se puede pedir el nombramiente de un consejo judi­
cial, en el caso previsto por el art. 499. La doctrina llama 
á esa causa debilidad de esplritu. No siendo legal esle tér· 
mino, no puede hacerse de él un principio. Todu lo que 
resulta del arto 499, es que debe haber cierto grado de inin­
teligencia para que haya lugar al nombramiento de un con­
sejo. En efecto, la ley supone que se ha formulado una 
demanda de i~terdicción; ahora, ella no puede serlo sino 
por enagenación mental, es decir, por una alteración de la. 
facultades intelectuales. Si ésta no llega hasta la locura ó 
la imbecilidad; pero si, no obstante, hay una debilidad ds 
la inteligencia, el trihunal no puede pronunciar la interdic­
ción; pero podrá, según las circunstancias, dice el arUeu-

1 Con f'xcepoión llcl tlisentimient0 de Delvinconrt. cuya opinión. 
lulo '1111:'(1.1.<10 aiRhula (Demololllhe, t 8", p. 372, núm. 6a'~, y loo au_ 
tores que él cita). Sentencia de Agen. ¡Je 4 ,le lIIayo de 1836 (Da-
1I0z, en la. palabra interdicClón, núm, 262). 

P. de D.-TOlllO V. 61 
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lo (j¡99, nombrar al demandado un consejo judicial. Los 
términos de la ley son muy vagos, y no hay un mal en 
ello, porqué los casos en que hay motivos para nnmbrar 
un eonsejo son muy variados. 

El caso más frecuente en el cual \0~ jueces pU9/Ip-n lncilr 
uso del derecho que les otorga el art./199, es el de una in 
génita debilidad de las facultades inteler.tuales. S" la Ihma 
imbecilidad cuando llega al suprema grado de iniuteligencia; 
en grado menor, el juez puede resolver r¡un n') amerit:¡ la 
interdicción que priva al hombre de sus derechos civiles, y 
que puede conducir hasta á su secuestración; pAN lel juez 
puede nombrar un consejo judicial según!:lg cirClltlstan­
cias (1). Lo mismo e! con los sor/lo-murlos, si [1') han dis­
frutado de la admirable instrucción imentada por la 
caridad para esos infortunados que la naturaleza parecía 
condenar á un eterno aislamiento; no puede decirse que les 
falte la inteligencia, pero ha quedado inerle por falta de 
desarrollo (2). Algunas veces la enfermedád, tal como ata­
ques frécuentes de epilepsia, viene á debilitar las facultades 
intelectuales, y pone á la persona sujeta á ellos en la im­
posibilidad decuid3r sus intereses: hay luga,' entonces, 
según las circunstancias, sea á la interdicción, sea al nom­
bramiento de un consejo (3). 

Ladebilitacion de la inteligencia que la ~nferme¡Jad 

produce en uno y en otro es la concecuencia de los muchos 
arios: cuando el anciano vuelve á recaer en la infancia, se 
debe incapacitarlo: si conserva la razón, :pero la falta de 
memoria y de voluntad le impiden manejar sus negocios, 

1 Colmar, 2, pradio.l, afin XII (DaHoz, en la dalahra ú/,terd¡c(~iÓlt, 
núm. 65, r'); Pau, 13 de Euero do 1838 (Dalloz, tbúl, UÚlll. 27, 6°). 

2 Lieja, 24 de F~brero de 1831 (Pasicrisia, 1831, p. 186). 
3 Montpellier,25 de Agosto <1e lSa6, oonfirmada. por sentencia 

de denegada apelaoiólJ, (le 5 de Julio ,le 1837 (Dalloz, Bit la palabra 
interdicción, nÍlDlero 24 3?). 
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conviene darle un consejo, que sará para él un apoyo, un 
báculo de vejez (1). Una mala pasión puede causar un tras­
torno cerebral. La corte de Besan!]on nombró un consejo 
junicial á un hombre que, domi[¡ado por perversos pensa­
mientos, habia cOní"ebid!) un odio violento hacia su padre, 
su muier y sus hijos; él manife'taba el proyecto de reducir 
:í su familia ¡j la mi,Pl"i,,; eGO este lin, otorgaba rebajas :í sus 
arrendatarios, amenezaba vender sus bienes y devastaba las 
propiedades de m muj"!" (2). La manla de los pleitos 
pueda aru,;"r ulla debilidad dc inteligencia suficiente pa­
ra justili,·ar el Ilombramiento de un consejo judicial (3). 
lIay una lorura religiosa que ciertamente basta para moti­
var la interdicción; pero sí únicamente se imputan á un sa­
cerdote opiniones erróneas sobre materias eclesiásticas, sin 
que sus SJllUPota,; ll<'mjias ilJfluyrn en la gestión desus hie· 
nes, ni siquiera hay lugar á nombrar un cODsejo judi­
cial ({¡). 

§ JI-DE LA PRODIGALIDAD. 

3{¡O. El art. Li13 permite qne se nombre un consejo á 

los pródigos. En 01 cons"jo de Estado, se objetó que el 
pródigo eslidli\ eIl 'tI dorecho al gastar su patrimonio á su 
antojo, supupsto que la propiedad da el poder no solamen· 
te de disfrutar y de disporer de sns bienes como buen pa­
dre de falllilia, sillo también de abusar (1)). ¿En donde es­
ta la difeJ'f'ncia entre aquél que se arruina admiDistrando 

1 U,OU¡'I1, .'-lIl'.;'l"!;, :¡i"idXIl (lhlloz, ('ti Japalaura illt~rdicción, uú­
n,i(Jl',) :~IU, 1") 1,'.1)/1 ~J pri~dl;d, aHo XI] :\Dalloz, ioirl, nÚIII. 27,3'.'). 
C. S "H'HI. 1 t ¡:" .Jldio lil\ 10;)7 (Dalloz, 18;:;7, 1,3fl.l). 

~¿ l:(·~:;Jl~I)I!.:! dl1 }'ehrel'o de 18~i5 (D,lIloz, 1865, 2) tI5). . 
3 T!Plll'gl'~, :.!,) do ~OYielllI.H'íJ ,le 1837 (Dalh'z, III la l'alaul'H: ¡nter­

die' ¡,úl, nlHllero :!76). 
4 Angi-'r .... , 10 pn~dlal, alíu XIII (Dalloz, OIl la palabra interdicción, 

númuro 2;");")). 
5 Sesión del conerjll de Estado de 13 IJrumarlO, ailo XI, núm. G 

(Locré, t __ 3", p. 459 Y siguientes). 
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m~l y el que ~e arruina sin medida ni razón? ¡Si se 
permite dar un consejo al pródigo, habria que darlo :i todos 
los malos padres de familial La objeción es scri~, ¡,or'lua 
interesa á un principio eoencial de nuestras societla,.les 1110· 

dernas, á la libertad individual. ¿Hay derecho para limi­
tarla por inierés del individuo? No lo CI'e"mos, C,da uno 
H el juez de lo (~ue le cnnviene hacer, salvu el soportar la 
reliponsabilid ad dE sus aetos. 

E. pué!, preciso, que haya otros motivos ¡¡pe ju,titi. 
queo el nombramiento de Ul1 ·"nsejo 8n C(lSO de IJl",diga 
lidad. Si el pródigo cargase ,; ,i,) ClJn la respons"bilidad ,Ié 
IU Ill¡¡lól gestiólJ, el legisladol' no te[ulria derr,dJO á limibr 
IU capacidad para impedirle que se arruinase, Pero Sil rui­
na lastimará otros intereses y más que intereses, dere~ho~, 
¿Qué hará el pródigo cuando haya disipado su patrimonio? 
Pedirá alimentos á los que están obligado3 á procurárse­
los ¿No es de todo punto injusto que el qué (lisipó su fOl'· 
tuna obligue á su familia á que lo mantenga? Si él no tie· 
De asoendientes ni descendientes, acudirá á la cari,la,l pú 
blica. EII igualmente injusto que el patrimonb de los pobres 
tirva para lioitener á un hombre que era rico y ü quien 
pareció bueno diliipar tode lo que poseia en locos desór 
deceso El abUlia de la propiedad puede y debe limitarse, 
delde el Illomento en que compromete otros derechos (1). 

En el antiguo derecho, el pródigo era inc~pacitado y 
pUNto ec tutela. Esto era exceder la necesidad y por con· 
siguillllte, violar el derecho del pródigo. Se le reprocha 
que se arruioe ¡impidasele, pués! Para esto no es necesario 
que se le prive del ejercicio de todos sus derechos y que se 
le asimile á aquellos que se hallan en estado habitual de 

1 Informe rendido al Tribunado por Bürtrawl de Grenillo, númo· 
ro 1. (Loeré, t. 3':', p. 475); Emmery, Exposición de motivos núm. 1~ 
(Loaré, t. 3~, p. 473), 
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demenria. Poco res pelo se tenía, rn el régimen antiguo, á 

la liberta,l de los hombre,; ni si,¡ui"J'a "1 res;1,,1 ,ha la pro· 
pic,bd. E~ I,s tiernpos adllales, t,!nenps Uf( slIl1imi8nl') 
",lis verdadero de la lihertad illdiv'.lllol " ,1" l·, derechos 
que ella impli~a. Y:l nadie diría l., q~~ e,chíll, uno de 
nupstros maestros, c~I'l'iLLl ('11 (JI :1.illiguo dl~l'eeho: «Naso­
t,·os no somos más 'l¡H lns administradores tie nuestros 
bit>ncs; la ley {lue nos C')llfí:t su gobidrno se reserva si.em­
pre el imperio a úsolllto 'lue le F'ertene~e, para extender 
ó e,trechar r;uestro pn,l"r, sI'gún las miras qU3 su sabidu 
lía le inspira, y que nunea tien01l mús objeto 'lue nU1lstro 
propio interés.» ¡Ile ahí UD dereellO á guisa ¡le Luis XIV, 
(PB se llamaba el propietario ,le to,los l,)s bienes nesu rei· 
no! Nue,tro may"r interG] es conserval' Iluestra lihertad; 
la ley no tiene el poJer tle limitarla sin0 cuando vulnera­
mos l'eS derechos Je tereeros ó los de h socieda'!. Luego 
hay que aplaudir la innovaeión que ha reemplazado la in 
terdicción del pródigo por un consejo judicial (1). 

:Vd. ¿Qué es Ull pródigo? D,fícil es dellnir la protligali­
dacl. En el consejo de EstaJo prevaliéronse de eota dillcul· 
ta,] como tic una objeción contra la incapacidad que se de· 
seaba ligar lila prodigalidad. "El hombre, tlecía Tronchet, 
que todos los días gasta en 01 juego ó en la prostitución más 
ne lo que lo. permite su furtuna, ciertamente que es un pródi 
go; pero cuando la prodigalida'¡ no se !Jlaniliesta por signos 
tan patentes, ¿t>ómo probarla'! ¿se irá á pedir cuentas á un 
ciudadano del estado de su fortnna, del use' quo ha hecho 
de ella, y del modo com0 la admilJi5tr"? E,tr¡ etjuivaldría á 
autorizar una vejaoión uestl'Uctiva del dorechn de propie­
dad.» Portalis contestó, «'lue la objeción seria grave si 
se tratase de introducir una acción nueva y 'hasta ese mo­
mento desconocida; pero hace ya tiempo que la pr\,digaU. 

1 Tarriblc, Discursos núm. 2 (Locré, t. 3', p. 485). 
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dad es una causa de interdicción; la experiencia y la cons­
tumbre son una tradición que ilustrará al ju",z. Sin duda 
alguna que no se tendrá como pródigo al que no abusa si· 
no en cierta medida del derecho de disponer do sus bienes. 
No se pronunciará la interdicción sino ouando una persona 
reduce á la nada su patrimonio por insensatas disipacio­
nes.' Se conocen las palabras severas que él pretor I'oma' 
no dirig(a al pródigo: .Supuestu que por tu mala condnda 
disipas la heren0ia de tus padres, y reduee~ á tus hijos á la 
indigencia, te vedo la administración y la enágenación de 
tus hienes.» El orador del Tribunado cita esta fórmula co­
mo una especie de definición de la prodigalidad. Ha y que 
anadir una reserva, y es que el juez debe tenor en cuenta 
la revolución profunda que se ha operad" en nuestras coso 
tumbres, desde que los derechr s del hombre fueron pro· 
clamados por la asamblea constituyente: es preferible to­
lerar algunos extravíos de la libertad que matarla, siendo 
como es el principio de la vida. 

¿Es cierto, como se dice (J), que se puede nombrar un 
consejo judicial no sólo cuando hay prodigalidad actual, si­
no también cuando hay causas que pueden llevar hasta ella? 
Estó es confundir la prodigalidad con la debilidad de ánimo, 
Sin duda que cuando la inteligenda de una ['ersnna está 
debilitarla, no hay que esperar á que haga locuras para 
nombrarle un consejo judicial; y tamp0<lo hay que esperar, 
para limitar la capacidad del pródigo, á que haya disipadú 
su fortuna, sino que hasta p'Jr lo lIlenos que él sea pródi. 
go; asl, pue_, debe haber prorligalidadactllal, PS d~cir, he· 
ehos que atestigüen que una persona disipa su patrimonio 
en illsensatas dilapidadones. 

Ni siquiera basta que un hombre haya disminuido con-
1 Dalloz, en la palahra intcrd,ccióll. núm. 256. El oita)a seuttnL 

cía de Ríom de 11 de :llayo de 18~5, que ooncierne á la debilidad 
de esplritu más que á la prodigalidad. 
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siderablemente SU patrimonio, aun cuando sea por mala 
ge,tión, para qUfl se la pu "1 colllcar bajo consejo; en efec· 
to, la ley no autoriza el no. libramiento ne un cOllsejo por 
mala gestinll, ni por gastos cx,,,,sivo,; no es el monto del 
gasto lo que se deoe cOllsider.\r, sino su objeto, como lo 
juzgó muy bien la ~',rte de París; únicamente cuando los 
gastos son locnras según expresión de la ley romana, es 
cuando hay prodigalidad (1 j' Ello supone evidentemente 
hechos actuales, pre"isos, ioeJuívocos, corno lo expresa la 
corte ne Besans¡ou (2). 

SECCION 1I.-Nombmmienlo del consejo" 

§ 1 ¿QCIÉN PUEDE PEDIft EL NO)IBRAMIENTO DE UN CONSEJO? 

31.i2. El ar!. !itl.i ,lice: «La prohibición de proceder sin 
la asistencia de un consejo puede ser provocada por los que 
tienen derecho:i pe,lil' la interclicción.» Esta disposición 
sólo ~e aplica al pródigo, supuesto que en el capítulo III 
sólo del pródigo se habla; pero el mismo principio es apli. 
cable:i la debiJirlad de espiritu; esto es 6vidente cuando el 
tribunal nomura de olicio al c?nsejo, porque en este caso 
la interdicción fué pedida por los, que tenían dérecho para 
ello; y coma la demanda de interdicción implica la del 
nombramiento de un consejo judicial, debe inferirse que 
únicamente los que pueden provocar la interdicción son los 
que tienen calidad para solicitar que se nombre un consejo 
á causa de debilidad de inteligenci". 

Por aplicación de este principio, debe resolverse que él 
marido puede pedir que se nombre un consejo judicial á la 
mnjer, supuesto que tiene el derecho de provocar la inter-

1 París, 7 de Enero do .856 (Dallo". 1856. 2, 138); Eurdeo'!, 12,10 
Julio do 1859 (Dalloz, 1859,2, 2UO), 

2 Bes,mgon, 2 de Febrero de 1865 (Dalloz, 1865,2,94). 
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dicción de ésta. Hay, no obstante, una cullstión previa: ¿se 
puede poner en consejo á la mujer casada? Más adelante 
volveremos á tratar la cuestión (núm. 3(6). Se ha fallado 
que pI marido pnede pedir el nombramiento de un consejo 
cuando la mujer se halla sé parada en bienes. Precisamente 
el hecho de la separación de bienes es lo que hace necI'sa· 
rio el nombramiento; porque al recobmr la mujer la lillre 
administración y el goce de su fortuna, podr!a abusar de sus 
privilegios; según las cil"Cuustancias, dice la corte de casa· 
ción, puede ser necesario darle un consejo que la impida 
disipar sus bienes muebles (1). El marido tiene ese derecho, 
aun cuando haya separación de cue"Jlo; porque ésta deja 
subsistente el matrimonio, y puede cesar; el marido Cuno 
serva, pues, un interés moral y hasta pecuniario en que la 
mujer ,no disipe su patrimonio (2). Es verdad que el mari­
do no es el tutor legal de su mujer separada de cuerpo en ca­
so de interdicción (número 2881; pero en el caso de qlle 
hablamos, no se trata de ün consejo legal, sino que el ma­
riJo pide únicamente que se nomure un consejo á su mujer. 
Esto es para él un derecho y hasta un deber. 

343. Por nplicae-ión d,,1 mismó principio, el tutor podrá 
pedir el nombramiento de un.collsejo en lIombro de sus pu' 
pilos. No hay ninguna duela acerca de este punto (3). Pero 
hay controversia acerca de la cnestión tle Rabel' si el minis, 
terio público puede provocar el numbramiento de un con. 
sejo jqdicial. Somos de parecer que el texto decide la cues· 
tión. Cuando el ministerio público pide la interdicción de 
una persona á causa de imbecilida,1 ó de demenda, SU ,Ie­
manda implica la del nombramiento de un consejo judicial; 

1 Sentencia de denegada op('.lación, 11e 4, l1c JuliíJ de 1838 (DalJoz 
en la palabra. interdicción, Ilúm. 252,1'.'). 

2 A~í fué illlplicitamcnta IlncidÍ!l(' por sentencia de la corto da 
Nal'l.cy, de 20 <In Noviombre Ile 18GR (D,dloz, 1869,2, ID!)). 

3 Brnselas, 15 de Ago8to de 1807 (Dalloz, en la palalHa int(;rdic_ 
ción, núm. 263), y este tomo n(uu. 256. 
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porque según el tenor del art. 499, el tribunal puede, al 
rechazar su demanda, nombrar un consejo:í la persona cuya 
interdicción él babia persegu ido. Si el ministerio público 
pue,lo pedir implícitamente el nombramiento de un conse· 
jo por la causa de debili,{a,l tle inteligencia, también pue­
de [¡a(~"rlo por a,~(:iúll principal. 

En ,as'! de dui,ilida,! do inteligencia, el derecho para pro­
mover <1,,1 m;ni,tc,io i,úlJlic<J resulta, pués, del arto 499. 
En cuanto il la prodigalidad, el art. 514 da la acción á to· 
do~ Ins que ticnen d"rcf:[¡o de pedir la interdicción; el mi· 
ni,¡",.io publi"" es dc ost" número (art. 491): ¿no es esto 
deeis:v,,'! El kxto es tan formal que 110 comprendernos el 
dis'"ltimiento do varios autores (11. Ellos dicen que el mi­
nisterh público no tiene el derecho de provocar la interdic­
ció:r sino \,or excepción, en el caso de furor, cuando los 
pari,mtes no la piden. E,t:\ Lién, ,'pero qué prueba esto? 
Qu'~ el ministerio público no tendrá el derecho de pedir el 
nornJ,ramiento de uu consejo sino pn el caso en que tiene 
el derecho de prnOlover la int"l'diecir:'n por causa de irnbé­
"il¡dad 6 de rleruencia; es de"il', cu"ndo el pr6digo no tiene 
J,,'ri'Jllles, No puede tratarso e:r caso de IH'(l,ligalidall, de 
la ~i('(~jl'lll ol,ligattJda qu,~ él tilW¡:~, en materia de interJic­
ci(lll, l'lla"d" hay f", or; ;;ol''lue el ord"ll publico nunca es· 
tú Cfllllpfometido pUl' la ['l'odigali,l;¡,] CO!110 lo est,; por el 
fnror. La acciún del mini,terio pú¡dico será, pues, siem¡;re 
Lcultatin <cuando s;, trata de un [ll'ó,]igo; restringida de es· 
1" mduer", se fllU,b Ufl el texl'l de los arts. 491 y 514. 
Comprenderíamos 'Íue r;l legislador hubiese rehusauo la 
acción al miui,lf'rio l,úblico, en caso de prodigalidad, por­
que siem pre hay un i lJconvelJicfüe en I,errniliral ministerio 

] Dar~t.lli,¡¡¡, t. ;;',', ;1. 7':";7, l¡úrl:. ~ ~:. I\Htlli.-'/" Ch;mlo!l y Zach~L 
rb,¡ svl! Ill\ la lllisl!l,t opiniúlI. (Véase Ll, Ilota t-.ig'uiullte). 

P. d. D.-TOMO v. 02 
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público que se entrom~ta en los intereses privados. Tal era 
la opinión del Tribunado; habi~ pedido '1ue se agregase al 
art. M4 esta restricción: «con excepdón, sin embargo, del 
comisario del gobierno,)) pruéba de (Iue el comisario esta­
ba comprendido en el proye,·to; ahol'a bien, é,te, se h'l 
convertido en el art. 514. El espíritu ,le la ley está, pue;, 
de acuerdo con el texto (1). 

Hay una sentencia que pare~e contraria á nuestra opinión 
y que en realidad la confirma (2). El ministerio público 
prosigue la interdicción de una persona por causa de furor; 
el tribunal rechaza esta dern~nda y nombr.! un consejo al 
demandarlo. Este fallo fué refn!'ma,lo por h corte de ape· 
lación, con motivo de que el no:nl,ranJientn de un consejo 
no podía provocarse sin" por los par'ent"i\, "uan,lo los tie· 
ne conociJos. La corte de Besa"ll,m hajuzga,jo bi,m. En 
el caso de que se trata, el ministo!'ir) pÚUli0u no IHbria 
podido proceder en· interdicción por cms;\ dé demencia ó 
ce imbécilidad, supuesto que habia ['Hientes conocidos; 
luego el tribunal no conocía sino de una acción intentada 
por interés público; cpsando ésta, el tribunal dejaba Je co 
nocer. Pero cuan,lo no hay parientils conocidos, el minis­
terio público ruc,lr; provocar la interdicción por causa de 
imbecilidad ó de demeneia, luego ta mbión el nombramien­
to de un consejo por dehilidad de intllligencia, y por tant,) 
por prodigalirl~d, supuesto que la pr()dig~lidari y la debi­
lidad de ánimo estlln puestas en el mismo rango por la 
ley. 

Se ba fallado, pOI' .aplicación de los principios que aca­
bamos de exponer, que el ministerio público puede pedir 
que el tribunal nombre un consejo judicial á lIr extranjero 

1 Anury y Rau, t. 1'\ núm. ;;63, not,\ G, y 10s autoI'es y seutulleias 
que allí se oitall. 

2 Besangoll, 25 <lo Agosto ,lo <le 1810 (Dallo., en la palabr" inter· 
diCCIón, n(unero 265). 



DE LA lNTERDICCION 491 

residente en Francia y que no tiene pariente conocido (t). 
En otra parte hemos d icho que la jurisprudéncia frar.ce­

sa lleva hasta el exceso el prindpio de que los tribunales 
sólo están establecidos para hacer "justicia á los naciona· 
les (;¿). De I,J que re,ultaría que serían incompetentes para 
decretar sobre una demonda de n0mbramiento de consejo 
intentada flor un exll'anjrro en contra de .un extr anjero; 
y si coruo se pretende, un tribunal francés no puede mo­
dificar la capacidad de un extranjero, nombrándole un con­
sejo jndicial, el mismo ministerio público carecería de calidad 
para proceder, porrIllA euaudo pide el nombramiento de un 
consejo, no rromueye por interés público, sino privado, el 
de la persóna uebil de inteligencia tí el del pródigo. Nósotros 
creemos que torla esta doctrina reposa en una confusión de 
ideas. Eljufz deLe justiciaá todo el que se la pida; si hay ex· 
tranjeros que necesiten protección, él se las debe, sea pro­
nuncianrJo su inter:lil~ciún, sea nomhrándoles un consejo ju­
dicial. Esta lIO es we,tion de estatuto personal. En esto es­
ta la confusión. Eo efecto, no se trata de saber cuál es el 
estado de un cxtranjere. y su incapacidad. El es capaz en 
derecho; pero, en su interés, se le debe privar de una capa­
cidad, de que abusa, ó, por mejOt' decir, de la que no sabe 
usar. La dificultad se ha presentado ante la corte de casa­
ción, pero no ha sido resuelta, habiendo tenido fuerza de co­
sa juzgada el fallo que nombr'aba un consejo á un extran­
jero, á demanda de otro extranjero \;~'I. 

3411. El principio establecido por el art. 1)11, tiene, ade­
más, otra consecuencia. Hemos dicho que el enagenado no 
puede pedir por sI mismo su interdicción (núm. 2q,9). Por 
idénticas razones, debe resolverse que los pródigos y las 

1 Ronen, 5 de Diciembre de 1853 (Dalloz, 1845,2, 123). 
2 Véase el tomo 1 ~ de estos prjncipioe, níulls.440_440. 
3 S"ntench. de denegada apelación, do 'JO de Enero de 1866 (Da­

lloz, 1866, 1, 170 l, 
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personas débiles de inteligencia no pueden pedir qne se les 
nombre un consejo judicial. En el derecho antigno, se per· 
mitiria que el pródigo promoviese, y los autores del proyec· 
to de código habian propuesto que se mantuviese esa ju· 
rispmdenci~; pel'n no fueron aceptadas las disposicionés que' 
á este respecto contenia el proyecto \1). Se obj eta que hay 
una diferencia entre la interdicción y el nombramiento de 
un consejo; el incapadtado cambia de estado, de capaz que 
era, vuélvese incapaz, mientras que el pródigo no cambia de 
estado :2). Esto no es exacto, porque hay cambio de estado 
en uno y otro caso; en efecto, el prédigo, en cierta parte, 
se vuelve inca?az. En virtud de que el nomhramiento de 
un consejo intéres~ siempre al orden público, es por lo 
que la ley lo asimila á la interdicción, en lo que concierne 
al derecho de provocarla. Luego el derecbo de promover 
no puede pertenecer sino á aquel!os á quienes la ley lo con· 
cede. Esto decide la cuestión, eu contra de los pródigos y 
los débiles de inteligencia. 

§ n. ¿CONTRA QUIÉN SE FORMULA LA DEMANDA? 

3l¡.1>. La cuestió:J. concierno al menor y á la mujer casa. 
da. En cuanto al menor, hay que distinguir desde luego si 
es débil de espiritu ó pródigo. La ley asimila la debilidad 
de espiritu con la demencia, en el sentido de que la de· 
mánda de interdicción implica la de nombramiento de un 
consejo (art. l¡.99). Ahora Lien, el menor puede ser inca­
pacitado; ésta por lo menos es la opinión que nosotros he­
mos ensenado (núm. 21>2), luego también puede ponérsela 
en consejo, Hay, sin e.lIbargo, un motivo para dwlar cuan· 
do se trata de un menor nO emancipado: ¿qué int erés hay 

1 J.\"ubry y H:nl, t. l°, p. 364, nota 7,'y 10,:.\ autores (llle allí se el. 
t,-tIl. 

2 Toullier, t. 2,. p. 303, núm. 393, seglliuo pór CharlloD, Potestad 
tutdar; nluD. 263. 
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['ara nombrarle un consejo? El esU bajo la patria potestad 
ó bajo tutela; en una y otra hipótesis, tÍI es in 'urm y está 
pr.ltegido por su misma incapacidad, y é;ta A' mayor que 
la del individuo colocado bajo consf'jo; pudie ,,jo éste eje­
cutar válidamente los 'I'·tos de aJmin:stración, mientras 
que el menor es incapaz de todo acto. La objeción nos pa­
rece decisiva, en el sen tillo d,l f[Ue no habría lugar á nom­
brar un consejo al menor sino cuando se acercase á la ma­
) oría, para impedirle que se "rmin" por los actos que 
ejecute, siendo masar, y antes de que se le nombre un 
conseJo. 

El nombramiento de un consejo por prodigalidad da lu­
gar á otra dificultad. Hemos asentado como principio que 
no hay lugar á nombrar un consejo al pródigo sino cuando 
existan hechos actuales de prodigalidad. Y ¿cómo un m~· 
nor pariría hacer gastos excesivos, cuando no dispone de sus 
rentas? En derecho, esto es ciérto; pero de hecho, pueJo 
haLer prestRmistas que le proporcionen dinero con condicio· 
nes onerosas, salvo el confirmar sus compromisos al llegar á 
la mayor edad. Así, pues, importa que de antemano se de­
clare al menor incapaz para el momento en que se vuelva 
mayor, ¿y esto puede ser? La jurisprudencia lo admite. Se­
gún la sutileza del derecho, se podría objetar, y así se ha 
hecho, que el menor no es pródigo, puesto que los compro­
misos que contrae por sus gastos insensatos nolo en~adenan. 
Se contesta que la prodigalida,l es una r:u8stión de hecho 
más que de derecho; el menor que ha0e locuras el pródigo, 
por más que no tenga derecho ü serie; luego es conveniente 
resguardarlo del riesgo que lo amenaza eH su ma yor edad (1 J. 

346. ¿La mujer casada puede ser puesta bajó consejo? 
Ella puede ser incapacitada (art ;>06), luego el tribun al 
puede también nomoral' un consejo á la mujer cuya in ter-

1 Bourges, 5 ue lIayo de 1816 (Dalloz. 1846, ~. 267); Nírues, ~2 
de AnrH de 1639 (Dalloz, eu la palabra int"l'diccir11t, uam. 250\:. ~ 
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dicción sé solicita, usando de la faóultad que le otorga el 
arto 499. Respecto á la mujer casada se hace la misma 
objeción que respécto al menor. ¿Por qué se necesita un 
conséjo que asista á la mujer, cuando el marIdo debe au, 
torizarla para todos los actos jurídicos que ella celebre? ¿Y 
no sérfa estorbar la potestad marital y contrarrestarla colo, 
cando la asistencia del consejo alIado de la administración 
marital? ¿No había conflicto entre el consejo y el marido? 
Se contesta que la mujer bajo ciertos regímenes, está libre 
de la autorización marital; cuando está separada en bienes 
ella puede administrar libremente su patrimonio y enagenar 
sus bienes muebles; el'mismo derecho tiene, bajo el régimen 
dotal, para sus bienes parafernales; es evidente que, en estos 
casos, puede ser necesario ponerla bajo consejo. Aun cuan 
do estuviese autorizada bajo el régimen de la comunidad, 
podrla, si fuese pobre de inteligencia, comprometer sus 
intereses, seaenagenando los propios suyos. sea obligándose 
con su marido. '¡<;sto manifiesta qtre la posición de la mujer 
casada es muy diferente de l~ del menor; su maridó aun 
en el caso de que ella sea capaz de consentir, abusa con 
frecuencia de su poder para hacerle firmar compron~isos 

en su propio interés; ¿qué será cuando la mujer, en razón 
de su debilidad de espfritu, no puedaresistir a esta influen. 
cia abusiva? Hay, pues, que dar á la mujer un apoyo con 
tra su marido. Más adelante diremos que el nombramiento 
de un censejo no arrebata al marido su potest.ad. 

Lo que decirnos do la debilidad de esplritu decide la 
cuestión respecto á la prodigalidad. La potestad marital, 
si es ün apoyo, puede también convertirs~ én un riesgo 
para la mujer. Y lo que prueba que se ha vuelto unries· 
go, es preeisamente la demanda que entablan sus pa· 
rientes para el nombremiento de un consejo. Si el marido 
cumpliese su deber de protector, si impidiese que la mujer 
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disipara su patrimonio, la cuestión que estamos discutien • 

do jamás se habria llevado I nte los tribunales. Para que 
pueda suscitarse, se necesita que la mujer haya ejeoutado 
actos de prodigalidad, aetos que el marido no ha impedido, 
que tal vez ha estimularlo. En estas circunstancias, faltan· 
do á la rnujer el apoyo del marido, preciso es darle otro 
apoyo. Tal es tamhién la opinión que prevalece en la doc­
trina y en la jurisprudencia i i!. 

§ III.-PnocEDlMIE:-iro. 

3lJo7. El art. 51lJo dice que la demanda de nombramiento 
de un cilnsejo debe instruirse y jllzo'lrsc del mismo lllodo 
que la demanda de interdiceiÓu. Luebo 8n este easo debe 
apli"arse lo que hemos dicho en el capitulo de la Interdic­
ción (núms. 261 y siguientes). POI' aplicación de este prin­
cipio S8 ha falla,l" que el requerimiellto del actor no debe 
estar neeesariamente acompañado Je piezas justificativas 
cuando h demanda se funda en la prudigalidad del deman­
dado, en este caso, ell los gastos dispendiosos del próuigo, 
y de los cuales no posee el actor los titulos. De si mismo se 
disputa '1ue el a~tor !la puede adjuntar á su requerimiento 
piezas que no tiene eu su poder. Pero la sentencia va de­
masiado lejos al decir que el art. 890 del código de proce­
dimientos no supone la rigurosa ubservancia de las forma­
lidades que establece sino euando se trata de imbecilidad, 
de demencia ó de furor '\2'., porque el a,·t. 51lJo asimila por 
completo la demanda !le interdicción con la demanda de 

1 ..L~ulll''y y Hall, t. 1'.', p. 5la, llora 10, .Y los íllltortlfl allí citíHlos. 
Sl:Jl!cllcias Je BUUI'g"tJ 8, de 3 de ,Juliode lS37, eOllíirlllalla por ulla Ile 
tlcl\cgaüa apelacióu, de "1 ,le Juliu de 1838 (Dallllz, eu la palaol'::\ iu­
terdiccjoll, núm. 252, 1°); ÜIj MUlItpel¡ier, de 14 (te Diüiemhre tie 1841 
(Dalloz, 1búL, núm. 25~, ::!"), de París, de 7 de Enero ue 1856 (Dalloz, 
1856,2, 138). 

2 AgolI, lSilu Febrero de 18:1:1 (DalJoz, en la palabra interdicciún, 
Húmero 273). 
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nombramiento de un consejo, Inegó todo lo que las leyeS 
de procedimiento prescriben para la primera se aplica ne­
cesariamente á la segunda. 

La corte de casación aplica estos principios con extraf\o 
rigor, porque el nombramiento de un ci>nsejo jnllicial con­
cierne al estado de las personas_ La corte ha f~1,lIad() qnf1 el 
parecer de la familia debía solicitarse bajo pena de lluli,Jlll, 
teniendo por objeto dicho parecer pl'otllger la libertall de 
las personas ó ilustrar al juez a~el'ca de la necesidad de 
modificar el estado del demandado. !<;n el caso de que se 
trata, habia habido un parecer ravoraLlu {¡ la demamla, pe­
ro el consejo de familia que lo hahía dado estaba enlera­
mente compuesto de amigos es"ogidus ruera ¡Jo la comuna, 
y los otros mismos en que se bailaban alguuos parientes. 
La corte juzgó que esta composi,;ióll era irregular y quo. en 
consecuencia, era nulo el pareccl' 1,1). La misma cuestión 
se presenta respecto al interrogatorio de ia peniOnól que do­
be ser puesta bajo con;ejo_ En esl,; [Junto hay na motivo 
para dudar. Se dice que el illt~rr"gatorio es una formali­
dad tan necesaria cuando se tt'dta del nOmiJf¡lmienlo de un 
consejo como cuando so tratl de i"tIJl'diC0iÓl1. En GeredlO, 
esto es incontestable. De he~ho, no es asÍ. ¿Cuál es d ob· 
jeto del interrogatorio? Comprobar el estado lliento! de 
aqu¿1 á quien debe nombrarse Ull consejo. Si por ddJilidad 
de inteligencia es por lo que se pide el nurnbranJÍentü de 
un consejo, comprendemos la utilidad del int~rrogatorio, 

casi su necesidad. Peró si es por prodigalidad ¿para qué 
interrogar al pródigo? La prodigalidad ¡ll) es una locura, 
digan lo que dijeren los jUl'isconsultos romanos. QlIe un 
pueblo 'calculador y codicioso como lo era la raZil romana, 

1 Sentencia. de ca:,ación, <lo 19 lId Agosto dll 18ú~; (D,tllnz, lS:"JO, 
1,281). Sobre la composición ilTtlgu!al' del coul':'ejo de falldlia (Vt:,l 
Be el tOlliO 4~ de estos principios, núm. 443). 
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estime que el primer deber del hombre y su mayor virtud 
consistan en aumentar su patrimonio; que por consiguiente, 
vea una especie de locura en la disipacion de los bienes, 
e,to es muy natural; pero pregúntese a los médicos si el 
pródig0 es 10(,0, y evidentemente dirán que nó. ¿En qué 
estribará el interr agatario'! Preci8amente porque dispone de 
su razón podrá d al' algunas explicaciones sobre los actos 
que le repro,·ha n (j). ¿Pero para esto 8e necesita un inte­
rrogatorio? Esto en d fondo es una defensa, y nada impide 
que el pródigo la presente en el curso del debate. Si ha. de 
decirse la verdad, el l'>gislador ba hecho mal en confundir 
la prodigalidau y la debilidad de espiritu, y aplicar la mis­
ma regla á dos posicion es Lien diferentes. Pero la leyes al 
fin formal y debe respetarse. La corte de casación ha teni­
do, pues, razón en casar una-sentencia de la corte de Agen 
que haLla fallado que el interrogatorio no era una forma 
sulBt~ncial (2). 

348. El rallu que nombra al consejo debe pronunciarse 
públicamente ea la misma f'.rma que el fallo que pronun­
cia la interdicción (código de procedimientos, art. 897) ¿Es 
esto I,ajo pena de nulidad'! ¿los tel ceros pueden prevalerse 
de la falta de observancia de talp8 formas? La misma cues­
tión se presenta en caso de il1tcl'llicción; remitimos á 16 que 
hemos dicho en los núms. 283 y 306. 

El cOllse;" nombrado por el tribunal se namajudicial, 
nor,!"" \11> Juido 1" IH,mbl'a. ¿Por q"é el consejo es nom­
brarlo pUl' el trilJUI:<tI, mieutra, 'Iue el tutor del incapaci­
tado es nombrado por el consejo de f"milia? Se dice que 

1 DI";n¡,;ollll,.., t. 3", ¡" .; .. ,'<, 1;:;:1:, 7ÜG. Aubl'Y .Y Hall) t. 1". p. 5ó,J, 
llo~a l'.!. 

~ t-'eHlell{~ia de A(~-t·ji. d(' ~!; 111' 1<'1'1"11'1'1'0 de lf':41. c:L--a,la pUl' t-it'll_ 
ft-'ll(~ia do:!ti 110 Eill'ro di' 18 i1':\ \ U,,!loz, 1St'), 11 tiJ/\ Y ... put!pneia I'OU_ 
furlllo (le la co;tt~ de l!I!Idt'OH, dl~ ~;) de Agot-.tll de 1854 (DalIoz, 
185b, 2, 105). 

P. d. D.-T01l:0 v. Q3 
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el interés de la familia se halla aqul en colisión con el del 
pródigo (1'. ¿No pasa lo mismo En caso de interdicción? 
Razón jurídica para esta distinción, no la hay. Como por 
lo general un hombre de leyes es nombrado consejo, se ha­
brá pensaElo que era natural atribuir el derecho al tribunal. 
Esto simplifica el procedimiento al mismo tiempú que di~ 
minuye los gastos. Como todo es de orden publico en esta 
materia, debe resolverse que el consejo de familia sería in­
competente para nombrar un con'<ejo. Hay uaa sentencia 
en sentido contrario de la corte de Riom, pel"O que. no ha 
formado jurisprudencia (2). La corte de Tnrín ha fallado 
mejor, al decir que si el pródigo tuviese que ejercital' una 
acción contra su consejo, debería estar asistido por un con· 
sejo ad !toe, que IfI nombrarla el tribunal (3). 

349. Slguese de aqul que no hay consejo legal. Se ha 
pretendido que el marido, siendo de pleno derecho el tutor 
de su mujer incapacitada, dehía ser también el c,onsejo le· 
gal de su mujer (4). La analogla que se invoca no exist~. 
Puede suced9r, que el marido sea el eómplice <1" las prodi· 
galidades de su mujer; singular protector sería entonces 
el que la ley hubiese dado á ésta. Aun cuando hubiese ana­
logia, habría todavía que rechazar la doctrina de la corte 
de Nancy. ¿Puede tratarse de un consejo legal, es decir, 
estabJécido por la ley, cuand,) 110 hay ley"? Hasta hay r:ue 
decir que hay una ley que decide lo contr.lrio, porque el al" 

ticulo 514 quiere qne el consejo judicial sea nombrado por 
el tribunal. La opinión general sa pronuncia en e.te sen ti· 

1 .l)eIí.olumue. t. 8", lJ. 4-82, HÚJlJ. 'jú8. 
2 l-liom, 4 do l\la.ro de 18:J5 (Di.tlloz, (~ll la p:d¡\lJra irtterdicciólI, UD· 

mero 256, 1"). • 
3 Turíu, 1:! de Abril <1e 1808 (Dalloz, en la palahm in(erdlccjón, 

núm. 276. Compúrüse, fallo ¡lel tribnL'al UB Dijuu, de 13 tle Noviem· 
bre de 1860 (Dallo7-, lH67, 3, 5, Y la Ilota. 

4 Nancy, 3 de Diciemure de 1838 (Dalloz, en la palabm in/e"dic· 
''', número 251). 
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do (1). Una sBntencia de la corte de Bruselas nos muestra 
cu!d habria sido el riesgo de un c;¡nsejo legal; e lla nombró 
consejo á una mujer que habia .hecho las más extravagan· 
tes prodigalidades en provecho de un homlJre con quien se 

casó en cuartas nupcias; el futuro marido era, literal· 
mente, cóm plice y fautor de las l"curas que habri a debid" 
impedir, COfliO consejo i2). 

Según el arto 507, la mujer puede se l' nombrada lutora 
de su marido incapacitado. ¿Debe infel'irse de ésto que 
puede también ser nombrada cO!l"ejo judicial de su marido? 
Nó; el marido incapacitado está privado dé sus derechos 
civiles, ya no ejerce la potestad marital, ni la paternal; 
nada impide, pU3S, que su mujer quede encargada de la 
tutela. Mientras que el marido colocado bajo consejo con· 
serva la potestad marital; ¿se concibe á la mujer eman· 
cipada de la potestad marital, como consejo, y sometida á 

ella, como mujer casada? Hay en esto una incompatibili, 
dad legal (3). 

350. ¿El consejo nombrado por el tribunal está obliga­
do a aceptar la misión 'lue se le confia? Acerca de este pun· 
to hay disentimiento entre la jurispru dencia y la dootrina. 
Los autores enseñan que el no mbramiento de 11 n consejo 
es un ~imple mandato que puede rehusarse, y del cual pue· 
de hacerse dimisión después de haberlo aceptado. Ellos se 
fundan en el antiguo derecho y en el silencio del código 
civil que no declara obligatorio el cargo de consejo (4). 
Nosotros preferimos la opinión contraria consagrada por va· 

1 D01Uti. 6 de Marzo ílo 1857 (Dalloz) 18;;7,2, 140). DemolomlJe, 
t. 8~, p. 475, núm. 608. 

2 El'nsela!<, 14 (10 Peurero UO 1855 (Pasicrisja, 1856,2,217). 
3 Fall,' <lel tribullal dll Saulllllf. <le lG de !<;llero (le lH6I (Dalloz 

1862, 3, 59). En seu tillo con trario, Holland de VilJ~rgw,'s, Repertorio 
d.l Notanado, en la pala.hra consejo Judicial, núm. 19. 

iI. Delllololllbe t: 8°, p. 402, núm. 710, y los autores que él cita. 
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rías sentenr.ias (1 'l. En primer lngar, hay qoe hacer á un 
lado el antiguo derp,",ho porqu~ está abrogado y 01 silencio 
del código nn es sufidellte para que se continúe siguiéndo­
lo. Hay prineipios que deciden la cuestión. 

El nombramiento de un consej" es una medida de orden 
público, establecida por interés de los incapaces, lo mismo 
que la tutela; por lo tanto, debe ser obligatorio, para que 
quede asegurarla la proteccióa con que la ley quiere rodear 
á los incapaces. ¿GiJlTII) es que se quiere poner en la mis .• 
ma linea el mandato y el cargo de consejo jlldidal? Ea es· 
te último caso, la justicia es la que confiere la misión de 
asistir al incapaz; éste no es el mandante, si lo fuera re­
vocarla inmediatamente el malldato. Si el oficio del con· 
sejo es un mandato, hay que decir que el mandatariu pue 
de siempre renunciar; de lo que resultaria que el incapaz 
no gozarla del apoyo que la ley ha querido darle; después 
de la dimiaión del consejo, el pródigo se quedaría sil! pro 
tector, y libre, en consecuencia, para disipar su patrimonio, 
ó al menos en la imposibilidad de ejecutar los actos que no 
puede celebrar sino con la asisteucia d" su consejo. Todo 
esto es inadmisible. Luego hay que apliear al consejo ju. 
dioial lo que hemos dicho de la cura tela del menor eman· 
cipado (núm. 211). 

§ IV.-FuNCIONES DEL CONSEJO JUDICIAL. 

301. La misión del consejo es asistir á la persona á la 
que se le nombró, en los actos determinados por los arti· 
culos 499 y 013. Asi, pues, hay una capital diferencia en 
tre el consejo de un pcótligo ó de un débil de esplritu y el 
tutor de un incapacitado. El último representa al incapaci­
tado en todos los actos civiles, de la misma manera que el 
tutor representa á su pupilo menor (art. 400). Miéntras que 

1 Rennes, U de Agosto d" 1823 (Dalloz, en ,. pah,br" interdicción, 
núm. 281); y Nane)", :15 de Diciebro de 1868 (Dalloz, 1869, 2,199). 
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el consejo no representa á la persona á la cnal se le otorga; 
ésta continúa gobernando su persona y rigiendo SI1S bienes, 
únif'amente para ciertos actos debe o;tar asistida ole su conse· 
j~. En principio, el consejo judicial no obra. Si . brase, serí'! 
ó como mandatario, ó como agente úe Ilegocias; en con so­
cnel1cia, aplicaríaQse los principios qu~ rigen el mandato y 
la gestión de negocios El consejo debería rendir cuentas 
de w administración, y como en este caso habría oposición 
de intereses entre el consejo y el pródigo, el tribunal de 
beria nombrar un cnnsejo ad hao al pródigo, seaá deman· 
d.\ del consejo, sea :í la del pródigo ('l). 

La palabra consejo parece decir f¡Ue la función del con­
spjo consiste en dar una opinión en los casos en que el 
pródigo necesita de su asistencia. Tal es la opinión úe Du­
ranton: y esto es lo que pasa, dice él, al firmar el acta que 
la autoriza, anexa á la primera. Nosotros creemos que pa· 
ra determinar la misión del consejo, hay que atenerse á la 
palabra de que se sirve la ley para caraoterizarla: su desti­
no es asistir al pródigo ó á la persona débil de inteligen­
cia ¡arts. 494, ti13). Ahora bien, la asistencia implica el 
concurso en el acto: asistir quiere decir más que dar una 
opinión, ó autorizar, ó consentir; esta expresión marca que 
el que asiste está presente al acto jurídico ejecutado por el 
incapaz y que concurre á él. Síguese de aquí que un con­
sentimiento dado por acta separada no es una asistencia. y 
según el rigor de los principios, habría qllé decir que el 
acto ejecutado por el pródigo autoriza~o de esa manera, es 
nulo, porque realmente no está asistid" (2L Se sigue esta 
marcha en las instancias judicialés: el consejo procede jUn­
tamente crn la persona á la cual se le nombró, sea deman­
dando, sea derendiendo: el procedimiento en que el pródi­
. 1 Fallo ¡lel trilJunal (lel Sona, tloj 1-1 !1!\ Abril <le 1 85f), y del trL 
buna¡ <le Dijon, <le 21 ti. )1, .. zo <le IR50 (Dalloz, 1866,5,262.) 

2 Demolombe, t. S", nl,m. 752, Aubry y Hau, t. 1°, r. 56S, y n. 7. 
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go figurase solo, seria nulo, así como aquel eu que el con­
Stljo figurase sin el pródigo. Este último punto es eviden·· 
te, porque el consejo no representa al pródigo, y éste es el 
que debe promover; pero como es incapaz de promover por 
~i mismo, si lo hiciera solo, el procedimiento seria nuló. 
Esto es muy lógico. Como lo dice la. corte de Besangon, 
una autorización dada por el consejo no podría «hacer las 
veces de esa asistencia de un consejo que en los diversos 
incidentes que un pleito puede presentar debe proteger cons­
tantemente al pródigo» (1). 

Lo mismo debería ser en los actos extrajudiciales. En 
efeeto, la ley no distingue hs diversas especies de actos; 
ella no crea dos asistencias, y ni siquiera se concibe que ha­
ya dos modos de asistencia, porque una expresión única no 
puede tener más que un solo y mismo sentido. Acabamos 
de decir ¡que deberla ser lo mismo, porque en la práctica 
no es as!; un parecer y una autorización dadas por acto se: 
parado son suficientes. ¿Debe uno inclinarse ante la prácti­
ca como lo hace Demolombe? La costumbre no puede de­
rogar la ley, y equivale á derngarla el substit uir en los ar­
ticulos l¡99 y 013 la palabra asistir por la palabra autori­
zar ó consentir. Una falsa interpretación no tiene fuerza de 
ley; en lugar de someterse á ella, se debe protestar, en nom­
bre del respeto que á la ley se debe; aun cuando fuese uni­
versal la ley, .habría que protestar con mayor fuerza. Laju­
risprudencia ha consagrado la pr.áctica ¿pero qué importa? 
¿Acaso los tribunales tienen el derecho de corregir la ley? 
Deben verse las razones que alegan las sentencias. La asis­
tencia., se dice, es una aprobación que da el consejo al 
acto que él celebra; este fin se alcanza desde el momento 

1 TQnllier, t. 2'\ núm. 1382. Demo!ombe, t. 8~, núm. 753. Sonten" 
oiada Befaul;0n, de \l de Enero de 1851 (DaUoz, 1851, 2, 61). 
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en que el consejo da su parecer, aun cuando sea por aeto 
separado (1 ¡. 

Esto no es exacto; el parecer íam~s substitnye á la asis· 
tencia personal, porque en un negocio e'ttr~.iudicial, t~nto 

como enun litigio, se presentan'muchos incidente~ que Ijui­
zás habrían modificarlo el parecer que el consejo ha darlo en 
cierto modo de una manera abstracta. El' vano se ingenian 
para establecer condicionps tales, que el parecer presente 
las mismas garantías que la asi~tenci". Se exige en primer 
lugar, que las cláustllas del a!'la se indiquen en la autoriza· 
ción que da el consejo (2) ¿Quién es el que no ve que si el 
consejo hubiese estado presente en el npg()cio, h"bría po­
diJo modificar esas cláusulas, en interés del pró,ligó'¡ Lue· 
go el parecer no hace veces de asistencia. Y hasta hayal. 
gún acto para el cual el parecer sería una garantía irriso­
ria. El pródigo no puede recibir un capital mobiliario ni dar 
descargo de él sino con la asistencia de su consejo. ¿Se 
dirá que basta que el consejo autorice al prófligo para recio 
bir el capital? Ciertamente que nó. Es verdad que el con­
sejo podrá estipular que no S8 entregue el dinero al pródi­
go y que se haga de él (al ó cual aplicación. ¿Pero no es 
más seguro que el cOllsejo vigile él mismo la recepción del 
capital asi como su em pie,,? 

Se agrega que la asistencia debe ser siempre especial, es 
decir, que el consejo delle dar su autorización para caria ac· 
to, y que no puede ¡¡utorizar al pródigo para que celebre 
una serie de convenci',nes. Al .terlArSe al texto de la ley, 
ni siquiera podr'ia sllseitarse semejante cuestión: ¿se asiste 
para un acto futuro? La cuestión carece de senf.i¡Jl). No obs­
tante, la corte de Parí~ la ha resuelt" afirmativamente. Un 

1 Brm~eln8, 27 de Enero (1e 18il (D,dloz;, en la palabra intet-dicció,,' 
nnmcro 301). 

2 DemoloIllue, t. So, p. 510, nÚlII. 757. Aubry y li,-w, t. 1'.', p.568, 
Y nota 8. 
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pródigo" asistido de su consejó, celebra una sociedad en 
numbre colectivo; la sentencia deci,le que ninguna dispo­
sición de la ley ;es obstáculo para qne una persona colo· 
cada !laja consejo celebre una sociedad de comercio, de 
cualquiera naturaleza que sea. La corte olvidaba la palabra 
asistirque,se encuentra en los arts. 499 Y 013. La sentencia 
fué casada por el motivo perentorio de que no corresponde 
al consejo «conferir al pródigo la capacidad de contraer snlo, 
en virtud de una autorización general, previa é indetermi· 
nada, compromisos indiferentes» (1). Si nos atenemos al 
sentido propio de la palabra asistir, esto no pueúe dar el 
menor viso de duda. Esto prueba que la más segura via 
para el intérprete es respetar el texto. 

¿Debe inferirse de aquí que el pródigo no puede dedi­
carse al comercio, ni aun con la asistencia de su consejo? 
En teorla, se debe contestar que lo puede, con la condición 
de hallarse asistido en cada acto por su consejo. Esta asis 
tencia se concibe para actos aislados ¿perl) se concibe que 
el consejo asista diariamente y á cada instante del día al 
pródigo concerniente? Hay en esto una imposibilidad ma 
terial que impide que el pródigo use del dereeho que in· 
contestablemente le pertenece de comerciar (2). 

302. El consejo no puede asistir al pródigo si tiene un 
interés personal en Ell acto al cual da su aprobación. No es 
necesario que el acto se hag.a directamente en su provecho; 
el consejo seria incompetente, aun cuando el interés 110 se 
originase sino á causa del acto que él ha aprobado. L1 cor 
te de casación lo ha fallado de este mod,} en un caso nota­
ble. Un pródigo, asistido de su consejo, vende uu inmae· 
ble por un precio irrisorio; seis meses después, el adqairiente 
otorga una hipoteca sobre el inmueble al consejo. La corte 

1 Sentenoia du oasacióll, «.le 3 de Diciembre üe 1850 (Dalloz, 1851, 
J,421). 

2 Massé, "Dereoho comercial," t. 3°, núm. 152. 
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de París decidió que el consejo tenía desde el día de la ven­
ta un interés personal en que ~sta se verificase; en efecto, 
todo lo que se había cont!'atado en el momento de la venta 
probaba que el contrato era obra de la simulación y de! 
fraude (1), 

Cuando un acto en qur) está interesado él consejo se ha­
ce de buella f", hay lugar para nombrar un consejo ad hoc. 
El tutor es nombrad" consejo judicial de su pupilo ¿á quién 
debe él rendi!' cuentas? Al menor que ha llegado á la ma­
yor edad. Pero ést~ debe estar asistido de su consejo, lue, 
g" necesita un consejo) ad hoc, El subrogado tutor no pue· 
de interveni!', supuesto que, a la mayor edad del pupilo, 
ya no hay tutela ui subl'Ogad:¡ tutela (2). 

3153. ¿El consejo puede obrar solo, en nombre del pró· 
digo y para resguardar sus intereses? Hé aqui aun una 
cuestión que no tiene sentido, si nos atenemos al texto de 
la ley. ¿Qué dice ésta? Que el pródigo no puede ejecutar 
tales y cuales actos sin hallarse asistido de su consejo. Lue· 
go el pródigo es el que habla en el contrato; el consejo no 
tiene ningnna iniciativa, no interviene sino cuando el pró· 
digo reclam:¡ su asiste"eia; si éste no quiere promover, no 
puede tratarse entonces de asistido. El buen sentido lo 
dice, tanto como la ley. Se objeta qne la inacción puede 
comprometer los intel'cses del pródigo, que la ley no al· 
('[(nzaria, por lo tanto, el objeto que tuvo al darle un con­
sejo, si su negativa para promover paralizase la acción del 
consejo. La OIJjéción implica una falsa idea de la institu­
ción riel consejo judicial; éste no tiene por objeto preservar 
al pródigo de todo I,crjuicio; si tal hubiese sido el fin del 
legislador, habría debido incapacitado; mientras que al 

" 

1 l\Tassé, Derech') CI;})¿';}',;Z(/!, t. :r\ uúm. 152. 
~ Fallo lid trilmllal tll~ Ch¡.trÜOIl, sobre el Saolla, <le G de Diciem­

bre tle 18~9 (Dalloz, 18tiü, 5,1(1), 
P. de D.-TOMO v. 64 
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contrario, le deja la gestión de su patrimonio. Así, pues, 
al pródigo incumbe proceder ó no proceder; el consejo se 
saldría de su papel si én lugar de aprobar obrase. La cor· 
te de casación así lo ha fallado desde el aCto de 1806 (1 J, 
Y en verdad que admira ver reproducirse este debate antij 
los tribunales, cuando la sola cuestión de sauer si el con­
sejo puede promover sin el pródigo, sin que él lo sepa y á 
su pesar, es una herejía jurídica. Los consejos, lo confe· 
samas, están animados de las mejores i'ltenciones; se creen 
obligados á obrar para impedir la ruina del pródigo. Si ha 
de decirse la verdad, no es esa su misión, y no se com­
prende que la corte de París haya podido decir que la ley 
que ha dado al pródigo un consejo judicial para preservar 
lo de su ruina, no llenaría su objeto si el consejo no pu­
diere obrar solo en la defensa de los intereses de su pupi­
lo (2). ¡Qué confusión de ideas! ¡La corte pone al pródigo 
en la misma linea que al menor! Es necesario contestar, 
como por otra parte lo h~ hecho la corte de París en otra 
sentencia, que el consejo no está encargado do administrar 
:a persona y los bienes del pródigo, com0 los tutores lo es­
tán respecto á los menores y á los incapacitados; que su 
única misión es la de asistirles en ciertos actos détermina­
dos por I¡¡ ley (3). 

Síguesé de aquí que el consejo judicial no puede repre 
sentar al pródigo judicialmente, ni aún para demandar la 
nulidad de los actos que el pródigo hubiese hecho sin su 
asistencia {q\ La consecuencia es tan evidente, que cree· 

1 Sentencia de casacióu, de 20 de Mayo de .18U6 (Dallo., en la pa­
labra leyes, número 241). 

2 Par!s, 26 de Junio tle 1838 (Dalloz, en la palabra interdicción, 
número 303, le). 

3 Par!., 13 tle Fcurero tlo 1841 (Dalloz, en la palabra inferaicción, 
llúm. 302, 2'); Y de 1~ de JlIayo de 185~ (Dalloz, 1853, 2,80). 

4 Valette, .Explicación del /¡bro r, p. 388. Demolombe, t. S", núme 
rOS 763_766. anbry y Rau, t. 1?, p. 567, nota 4. 
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mas inútil insistir. ¿Débese también aplicar el principio a 
los litigios en los cnáles figuran el pródigo y su consejo, 
en el sentido de que el consejo no tiene el derecho de eje­
cutar ningllu aeto sin el pródigo? Esta es nuestra opinión, 
pero la jurisprudencia es contraria. Sa ha fallado y se en· 
sefia que si al consejo se le hace figurar en la causa, él 
puede usar de los medios de defensa y de recursos que to­
do litigante tiene el derecho de emplear en una instancia 
en que figura (1). Así es que el tonsejo podrá f(,rmular la 
fijación de los sellos é ínterponer apelación, si el pródigo 
l s rebélde y no promueve. Se dice que el consejo, citado 
juntamente con el pródigo, se vuelvé parte eu ei litigio, y 
que el pródigo por su inacción no puede privar al consejo 
de un derecho que le corresponde.en su calidad de par· 
te (2). Creemos que en este punto.se halla el error. Si fue· 
re litigante, el consejo sería condenado ó ganaría la causa, 
lo que ciertamellte no puede sostenerse. En realidad, él no 
figura en la causa corno parte, como tampoco es parte en 
un aeta de venta que subscribe como consejo; á título de 
consejo es como él figura en el litigio, pero ca mo tal no 
hace más que asistir; no promueve, luego debe asistir al 
pró~igo, si éste formula oposioión ó apelación; pero no pue­
de hacer esl6 en nombre propio, porque jamás puede figu­
rar solo en un act.o jurídico, porque su calidad de asisten­
te implica que el aprueba lo que hal~e el incapaz á quien 
está llamado á proteger. En vano se dirá que esta será nna 
protección insuficiente. Tal es la ley, y debe aceptarse y 
observarse hasta que el legislador la modifique. Los tribu­
nales hacen realmente la ley cuando deciden que el conse­
jo puede presentar la defensa del pródigo, á pesar de és· 

·1 Demolomus, t.. 8':', p. 516, núm. 764. 
2 Sentencias de denegada apelación, de 8 ele DicieIllhre ue 1841, 

y do 27 do Diciembre de 1843 (Dallaz, Cilla palaura interdicción, lJú, 
mero 303, 2', Y 3'). 
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te (1). Asistil' á quien no quiere ser asistido, no puede pe­
cirse ya que e5 3sístir: éste es un sistema nuevo, más eH 
caz que el del códig0 Napoleón, pero que por esto mismo, 
sólo delle¡;islarlor puecle emanar. 

Se ha fallado, en el sentido de la opinión que estarnos 
sosteniendo, que el consRjo no puede hacer siquiera los ac­
tos conservat,)rios á nombre del pródigo. Tal seria él inven· 
tario de una sucesién que correspondiese al pródigo; más 
adelante veremos si pnéde aceptarla sin estar asistido. Des 
de el momento en que la su.'esión es válidamente aceptada 
corresponde al pródigo solo {'¡"lceder á la conservación dé 
sus derechos; el consejn ningnna calidad tiene para inter­
venir (2~. Sin dnda que de esto resultará que perecerán sus 
derechos.Pero lo repetimos, el nombrarnientó de un COil­

sejo judicial no tie:w por objeto poner al pródig,) al abrigo 
de todo perjuicio. Sigue siendo capaz, y debe, por lo tan· 
to, soportar las consecuencias de la capacidad; no hay de .• 
recho sin responsabilidad. 

35~. Si el consejo judicial se rehusa á asistir al pródigo 
ó al débil de inteligencia ¡,puede el tribunal 'otol'gar la au­
torización de celebrar el acto que el consejo no quiere aproo 
bar? Hay autores que conceden este pode!' al juez (3). Es· 
te es un error condenado PI)!' la jurispru(lencia; se despren. 
de siempre de la falsa nodón que se ha hecho de la asis­
tencia del consejo. No es una simple autorización, sino un 
concurso en el acto; y ¿se concibe que el tribunal figure en 
un acto para cubrir la incapacidad de aquél que en él ha· 
bla? Aun cuando se asimilase la asistencia del consejo á la 
autorización que el marido debe dar á su mujer, no se po· 
dría inferir por analogía que el tribur.al puede autorizar al 

1 Orleallfl, 15llo :\layo de 1856 (Dallez, 1856 2, 56). 
2 Douai, 20 ¡le JI! nio de 1855 (Da.lloz, 1856, 2, 50): 
3 Mag,niu, Tratado d~ las minorías, t. 1':', núm. 900. Guardon, Po-

testad tutelar, UlllUel'O 278. . 
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prórligo, como puede autorizar á h mujer casada. La. corte 
rle Orlé~ns ,!ice muy bien que "n ll1~te"ia de incapacidad 
t0do es de rigor, porque se trata ti,) lcJy"s w')ccrnientes ~l 
rr,len público .• Jamás hay so;ncj"nza cn'llple~a ,:n esta ma· 
teria: una cosa es la razón del la j",!a¡¡u!itla'¡ que i:1Vali,la á. 
la mujer c~sada, v ntl'a es J;¡ incarl:1ci,h'l del [lrtÍlligo ó del 
débil de inteliger",ia; y defirien:lo hs incap~ciJades, l,)s 
principios que las rigen deben tanbién Iliferir (1). 

¿Quiere decir esto, 'lue nI) hala ningún l'e~urs) contra la 
¡lenegación del consej .. ? Estl repukt puede se,· abusiva y 
perjudicial al pródigo. ¿Pu,,,le h protección récacl' contra 
nquél ú '1uicn la ley qUiCl'!l l'rotllgcr? Ciert'lmen Le I¡ue nó; 
pero la dificultad éo[]siste en saber cnúl via uebe seguir el 
pródigo. Es de jurispl'lld81leit que el pródigo debe dirigir­
se al tribunal y redil' .,¡ nombramionto de un cO'lsejo ad 
hoe, ó la revocación del consejo y el nombramiento de 
uno nueyo (2). Y teniendo el tl'iuunal el del'8cho de nOffi< 
ilrar el consejo, dice la cort,) de cUlación, tiene por esto 
mi_,mo el poder de revocarlo, cU-lndo el consejo se rehusa, 
sin motivos legitimos, ú asistir al pródigo; y si'el juez pue· 
de prollunciar la revocaciOn ausoluta, pue-]n, pOl' la misma 
razón, oomurar un consejo especial para JO objeto parti. 
culal', 'Iue el primer consejo no Itabria examinado con bas­
tante detenimiento. Hay alguna dllda. El derecho de nom­
bramient0' en materia de 83bd,J, no implica, de pleno de­
recho, el poder de rev.¡cación; el consejo de familia nomo 
bra al tutor, y no puede revocado sinQ por J;¡, causas de· 
terminadas por la ley; no lo pilO!" par.t t0110 perjuicio que 
el tutor canse á su pupilo no pr[).)odien¡]o cuando deberla 

1 OrkaIl8,!ti fb l\la,Yo de 1847 (D,¡lln;;, 1817,2, 138. Deslll~on.l1 
clíl gnt'ro ;lú IS.:i'J (Dalloz, lS51,:!, GI). 

2 S'-ó·¡nso hu.; stmtcncias l'redLl,]a" íh 1:(~~;anSoll, y (l9 Orloans, y 
s8nt\wcia 110 dl:llrg:ula apc!;wióll, (le :!:2 ,le Ago.,to de 186,-; (Dalloz, 
1860,1,268). Dcmolombe aprucb,l p;..;ta jurisprlH.l('llcia (t.'S'l, núme­
ro 762); así corno Aulny y Ban, t. P, p. 568. 
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proceder; el menor tiene, en este casó, la acción de danos 
y perjuicios. 

¿No podría de,cirse que no habiendo dado el código al 
tribunal el derecho de revocar el consejo, este derecho no 
le correspode, y qu~ el único recurso que el pródigo tenga 
por el capitulo de inaeción de su consejo, es una acción de 
responsabilidad? ¿No equivale it hacer la ley decidir que el 
tribunal puede destituir' al consejo en tal caso, y que no 
puede hacerlo en tdl otl'O? En definitiva, hay vacío, y nO 
incumbe al intérprete llenarlo. No hay más que un caso en 
el cual habría lugar ;¡ nombrar un nueVil COIJSejo, y es 
cuando el primero rehusa su asistencia para todo género de 
actos; esto equivaldría, en realida'¡, á una dimisión, en la 
forma de repulsa, y no pudiendo el tI'¡bunal forzar al con 
sejo á que asista, si no C1uiere, no quedaría más vía que 
substituirlo: esto no sería una revocación, sino una substi­
tución á causa de una dimisión indirecta. 

300. ¿Es responsable el consejo judicial? Nosotros lo 
hemos supuesto, pero los autores no están de acuerdo. Toul­
lier dice que el consejo, no teniendo administración, no es 
responsable de nada, únicamente debe dar parecer; ahora 
bien, es de prinripio que el que da un consejo uo fraudu­
lento no incurre en nirguna responsabil'dad (1), Este es 
aún uno de esos viejos adagios que se pueden invocar:í 
diestra y siniestra. Sin duda que, si no estoy obligado á 
dar un consejo no puedo ser responsable de las adverten· 
cias que tengo voluntad de hacer, y que el que las recibe 
es libre para no segnir. ¿Pero es ésta. la posición del con­
sejo judicial? ¿Se limita á aconsejar al pródigo? ¿y éste es 
libre para no seguir el eonsejo que se le da? Si el consejo 
rehusa su asistencia, él acto se hace imposible, ó por lo 

1 "ConsU¡¡ UOIl fraudulenti "ulla cet o¡'l!gatio" (TouIlicr, t. 2'7, nú­
mero 1377). 
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ménos se retarda y el pródigo puede experimentar un dano 
más ó menos considerable. Si él asiste al pródigo, cuando 
hubiera debido rehusar su concur30. el perjuicio puede ser 
mayor; el consejo ayudará á arruinarse á arruél á quien ha­
bría debido proteger. ¡Y se dirá tod"via quo no incurre en 
ninguna responsabilidadl Demolombé pretende que ésta 
será cnestión <le hecbo y de apreciación 1). Nó; la respon­
sabilidad suscita; antes que touo, una cuestión de derecho: 
¿es responsable el consejo como madatario? ¿lo es como 
el tutor? ¿lo es en virtud de su cuasi·,lelito, por aplicación 
de los arts. 1382 y 1383? Nosotr/O, hemos examinado es­
tas cuestiones respecto al curador del meno!' emancipado 
(num. 194); los principios son los mismos. El consejo asis­
te, lo mismo que el curador asiste. Si el curador es res­
ponsable, como lo creemos, el consejo lo es tamuién y por 
idénticas razones. Remitimos á lo que hemos dicho en el 
título de la Emancipación. 

SECClON 1Il.-De los electos del nombramiento 
del consejo. 

§ l.-DE LOS EFECTOS EN LO QUE CONCIERNE A LOS ESPOSOS. 

356. Si la mujer se halla colocada bajo consejo j uJicial, 
este nombramiento no tiene ningull efecto sobre el matri­
monie. y s0bre los derechos que resultan para el marido. 
Ya dejamos dicho que a~í es cuando la mujer es incapaci­
tada \:iOl~: con mayor razón, el nombramiento de un con­
sejo deja subsistir el matrimonio y todos 103 efectos que de 
él resultan. La aplicación del principio no sufre ninguna 
dificultad, cuando el marido és consejo de su mujer. El 
régimen bajo el cual los cónyuges estaba u casados conti­
nua; si dicho régimen da derechos á la mujer, ella los 

1 Demolombe, t. 8°, p. 528, núm. 779; 
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ejercita, con la asistencia de su marido, cuando se trata de 
actas que ella habría podido ejecntar sola, y con la autori· 
zación y la asisteucia, en cuanto á los otros; por mejor de­
cir, l. asistencia absorberá la autorización. Hay casos en 
que la autorización puede ser general, ¡Jor ejemplo, cu~ndo 
la mujer se consagra al comercio (art. 220), mientras 'lue 
la asistencia es siempre especial. 

Si el marido no. ha sido nombrado c;)nsejo de la mujer, 
conserva, no obstante, la potestad marital (1). Esta mujer 
bajo potestad necesitará la autorizaoión de su marido para 
todos los actos judiciales qu~ ella celebre: y además de la 
asistencia de su consejo para los actos que elb no puede 
ejecutar sin estar asistida. En este caso podría haber con­
flicto entre el marido y el consejo. Si el marido rehusa su 
autorización cuando el conseju quiere prestar su asistencia, 
la mujer deberá dirigirse á la justicia. Si el marido antoriza 
á su mujer y el consejo no quiere asistirla, la mujer deberá 
acudir entonces al tribunal, según la comúu opinión. Con­
forme a la nuestra, el acto no podría ejecutarse (núm. 3tHi). 

307. Si el' marido está coloea,lo bajo consejl', consen'a, 
no obstante, la patria potestad y la marital. El principio no 
olS dudoso, porque el nombramiento de un consejo no quita 
al marido el ejercicio do sus derechos c.iviles, únicamente 
lo sujeta á la asistencia del consejo para ciertos actos. Asi 
es que el marido continuará administrando la comunidad, 
lo mismo que los bienes propios de la mujer. Si adminis 
trase mal, sea cou motivo de su prodigalidad, sea con mo· 
tivo de su debilidad de inteligencia, la mujer no tendrá más 
que una via legal para resguardar sus intereses, y ésta será 
la de pedir la separación de bienes. 

El marido que conserva la potestad marital, podrá auto­
rizar á su mujer para los actos que él tiene el derecho de 

1 París, 13 da N oviemuro do 1863 (Dalloz, 1863, 5, :117 J. 
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hacer~ Cuando sé trate de autos para los cuales él mismo 
necesita rle la asistencia de su conséjo, no podrá asistir á su 
mujer. ¿Cómo deberá proceder la mujer en este caso? La 
cuestión es debatida, y nosotros ya la examinamos en el tI­
t ulo del Matrimonio (1 J. Se ha fallado, por aplicación de 
estos principios, que el marido no puede, ni aun con la asis­
tencia de su consejo, autorizar á su mujer para que se de· 
uique al comerciu. En efecto, el que está provisto de un 
consejo jndicial no puede ser autorizado por su <'onsejo pa­
ra comerciar, siendo tal auto rización general é indefinida, 
mientras que la asistencia es especial por propia naturalez~; 
110 pudiendo el marido dedicarse al comercío, no puede, 
por la misma razón, autorizar á su mujer p~ra que se haga 
comerciante, supuesto que él 110 puede autorizar á su mujer 
para que ejecute lo que él mismo no puede ejecutar (2). 

§ Il.-DE LA ¡¡¡CAPACIDAD DE LAS PERSONAS PROVISTAS 

DE UN CONSEJO. 

Núm. l. Principios generales. 

3b8. El Tribunado dice, en sus observaciones soure el 
título de la Interdicción, que el incapacitad. deue asimi. 
larse á un menor no emancipado, y que aquél á quien se 
da un consejo judicial deue compararse á un menor emano 
cipado (:1). Hay, en efecto, alguna analogía entre los me 
""res ema'1dpac'os J las personas provistas de un consejo. 
Uno' y otros administran libremente su patrimonio, salvo 
algunas restriociones; unOs y otros son incapaces para ve­
rificar actos de disposición. Pero las diferencias son mayo­
res que las analogías. El princi pio mismo de donde dimana 
la incapacidad de los menores y la incapacidad de los pró-

1 Vé;¡¡.;e el tomo ;Y' de m,tos principios, núm. 132. 
:.! Parí ... , 13 (le NovieullH'll ütJ 1866 lDalltl7., loSÜü. ~I 2-15). 
;) Obsor\'¡wioU6S del 'rri l:muallo, UÚUl. '; (Lucró, t. a~, p. 4G7). 

P. U. l>.-TOMO v. 65 
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digos y débiles de espíritu, es diferente. Estos últimos eran 
capace~ antes del fallo que lds nombra un consejo, y per­
manecen capaces, con excepción de algunos actos para los 
cuales deben estar asistidos de un consejo. Los menores 
emancipados, al contrario, son incapaces; desde el momento 
en que deban ejecutar un acto que salga de los limites de 
la pura administración, la ley los asimila ú los meno!"es no 
emancipados; la asistencia del curado!" ya no le3 es suficiente, 
y necesitan la autorización del consejo dd familia, la hamo 
logacion del tribunal: mientras que la familia y el tribunal 
jamás intervienen cuando s~ trata de un pródigo ó de un 
pobre de espíritu; por esto es que no figuran eatre los in­
capaces (art. 1124). Algnnas veces la ley l'econOl!e á los 
menores emancipados una capacidad mlÍ< extensa '1ne á las 
personas provistas de un consejo. Esto no es nna contra­
dicción. Los primeros gozan de su razón; lo que les falta 
es la experiencia de los negocios. No sucerle lo misffi l) e"n 
los pródigos y pobres de espíritu; sus facultarle:l mOI·a.les é 
intelectuales están más ó menos alteradas. Se concibe que 
haya t.ales y cuales actos, los cuales el legislador puede pero 
mitir á uuos y vedar á otros. 

Slguese de aquí una consecuencia muy importante para 
la interpretación del código civil, en lo que c0tlcierne al 
consejo judici,¡l. No hay más que dos artículos en el ca"í­
tulo II!: ¿~e pueden colmar los vacíos aplicando por analo­
gía lo que 01 código dice de la emancipación? Demente asi" 
mila enteramente al curador con el consejo judicial, y ca· 
loca á las personas provistas de un consejo entre los incapaces 
con los menores .emancipados (1). Dclbe rechazarse este 
principio, según lo que dejamos dieho. Es suficiente yer 
la clasificación del código civil para convencerse de ello. 

1 Demantef t. 2~, p. 356, núm. 285 bis 2~. En snnthlo contrario, 
Aubry y Rau, t. 1?, p. 570, uota 2. 
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El código no habla del (',onsejo judicial en el titulo de la 
Minoría, sino qne trata de él en el título de la Mayoría; 
así es que el arL 112;; que enumera á las personas inca· 
paces no comprende á los pródigos y á los débiles de espío 
ritu entre los que dedara incopaces de contratar. Luego 
hay que buscar otro principio de interpretación. Emmery, 
el orador d"l gobierno, uno de los buenos ingenios del 
consejo de Estado, nos lada: «Aquellos, dice él, á quienes 
se nombra un consejo no son incapaces de los actos de la 
vida civil. Elhs no pueden obligarse contratando en los ca· 
sos previstos, ,ill la asistencia de su consejo; pero en ge­
neral, están hábiles para contratar» (1). Esto equivale á 
decir que para ellos la capacidad es la regla "i la incapaci­
dad la excepción. Luego debe verse cuáles son los ltmites 
de la excepcilln, es decir, cuáles son los actos que la ley 
veda á los pródigos y á los débiles de entendimiento, ¡;in 
la asistencia del consejo. 

L03 arts. 499 y 513 enumeran los aétos que los tribu­
nales pueden prohihir á los pród igos y á los pobres de es 
píritu. Cierto es qu~ tal enumeración es restrictiva, en el 
sentido de que el juez no puede extender la incapacidad á 
actos UD previstos por la ley; en efecto, se trata de restrin· 
gir la capacidad de los mayores; es decir, de una deroga­
ción del dereeho común, de una modificación en el es tado 
de las personas: á todos estos títulos, los arts. 499 y 313 
consagran Ulla excepción que es de la más rigurosa inter­
pretación (21. ¿Pero no pourían los tribunales limitar la 
incapacidad, no prohibienuo :í los pródigos y á los débiles 
de inteligencia sino algunos de los actos previstos por la 
ley? Todos los autores enseñan la negativa (3). Ellos invo· 

1 Emmery, EXJl(~sición de motivos, núm. 7 (Loeré, t, 3° p. 4-72). 
2 Durallton, t, 3~, p, 725, núm. 799 
3 Aubry y Rau, t. l~, p. 569, nob J, J' los autores allí citados. 
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can el principio que acabamos de asentar, porqué se trata 
de mo~ificar el estado de las personas y la capacidad que 
de él resulta; ahora bien, esta modificación n o puede h1-
cerse sino en virtud de la ley, y por lo tant~, dentro de I,)s 
limites que ella ha fijado. 

Creemos 1118 el argumento no es decisivo. Sin duda que na­
da puede hacerse sino en virtUD de la ley, cuando están en 
juego el estado y la capacidad. Pilro ¿acaso dice la ley que 
los tribunales, cuando fallan el nombramiento de un consejo 
necesario, deben prohibir to 105 los actos que ella enumBra? 
Nó; únicamente dice que puede prohibirse á los pródigos 
y á los débiles de espirit.u que litiguen, transijan, pidan 
prestado, reciban un capital m0biliario y dén descargos de 
él, enagenen ó graven con hipotecas sus bienes, sin la asis· 
tencia de un cousejo que les nombre el tribunal. El texto 
no impone la obligación de prohibir todos estos actos, r 
menos todavía el espiritu de la ley: el estado de las pérso 
nas no se halla int~resado en que se pronuncien todas estas 
incapacidades; tndo lo que exige la proteMión qu>} la IAy 
quiere asegurar á los incapaces, es que su incapacidad legal 
esté proporcionada con su incapacidu,j natul'al. ¿A~as) la 
debilidad d~ ánimo no tiene infinitos grados? ¿por qué apli·. 
car una regla uniforme en un punto en que hay tanta va­
riedad? Y además, ¿no deb~ distinguirse, corno hemos di· 
cho, entre el débil de espiritu y el pródigo? La ley ha he, 
eho mal en ponerlos en la misma línel (Ollm. 373). Si se 
admitiese la opinión que proponemos, los tribunales po­
drian, en cierta medida, corregir lo 'Iue hay de demasiado 
absoluto en esta a~imilació[l. No obstante, no proponemos 
esta opinión sinó con vacilación; en la práctica, no carece· 
rian de inconvenientes las diferentes incapacidades para la~ 
diversas personas colocadas bajo consejo; los terceros, al 
tratar con ellas, deberían siempre hacerse representar el 
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fallo que nombró el consejo, mientras que según la opinión 
general no necesitan más que consultar la ley. 

31:i9. ¿A cOntar desde qué momento existe la ineapaei­
dad de las personas provistls no. UIl consejo: El arto 1:i02 
establece que el nombramientlJ d:Jutl c.Hlsejo surte su efec· 
to desde el dia del fallo, lo mismo que h interdicción. 
Luego hay que aplicar aquí lo que hemos dicho al tratar 
de la interdicción (núms. 283 y 306). L1 apelación en esta 
materia no es suspensiva, en el sentidu de que si se cunfir­
ma el fallo, la incapacida,l datará, no desde la sentencia, 
sino desde el juicio (1). También se ha fallado que si el 
consejo es nombrado por sentellci 1 e!l rohól";a, el nombra· 
miento surte efecto, no á contar ,Iel segundo fallo qne de· 
niega la demanda al oponente, sino desde el fallo en rebel­
dia cuya ejecución ordena y confirma el de denegación (2). 

El fallo que nombra un consejo judicial debe publicaróe 
lo mismo que el que pronuncia la interdicción. ¿Se prescri­
ben estas formalidades bajo pena de nulidad? Nosotros hemos 
examinado la cuestión al tratar de la interdicción (núm. 283). 
Se ha fallado, conforme á la opinión que hemos enseñallo j 

q:.:e el nombramiento del consejo tenia erecto respecto á 
terceros, ann cuando fiO tuviese lugar la publicidad pres­
crita por la ley; salvo que los tercerdS reclamen daños y 
perjuicios contra los que tienen á su cargo cumplir las for· 
malidades (3 J. 

Arl;~ase también al fallo que nombra un consejo el prin­
cipio que rige las decisiones judkiales concerniéntes al es­
tado de las personas. El fallo surte decto respecto á terCE' 
ros. sin que estos puedan oponer la excepció:¡ de cosa juz­
gada, ni oponer tercería. La persona á la cual se nombra 
un consejo es la única parte interesada en el litigio; lo que 

1 Allgnrs,;{ <le Agosto (le 18GB, (l)¡dlol,. lRG7. 2,23). 
~ Seutt'llcia Ü(~ ü (le Julio de 186R, (Duiloz, 1869,1, 2G7). 
3 Rennes, 12 de Mayo ,le 18f)~ (Dalloz, 1852,2) 262). 
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á su respecto se falla, se falla respecto ñ todos (11. Por es 
to no debe publicarse el fallo, sino en la juri~dicción del 
tribunal que lo pronunció; el falló tiene efecto en todas 
partes, sin publicidad ninguna, porque moaifica el estado 
de IliS personas, y una vez que éste se comprueba ó modifi­
ca por un fallo, existe respecto á la sociedad entera í2); y 
hasta sigue á la persona provista de un consejo, al extranje­
ro, por aplicación del principio que rige el estatuto perSD 
na!. 

IVúm. !4. De los actos prohibidos á las personas 
provista.s de. 1¿n consejo. 

l. Litigi.ar 

360. Los arts. q99 y !'it3 establecen que el tribunal pue· 
de prohibir á los débiles de esplritu y á los pródigus que 
litiguen sin la asistencia de su consejo. Slguese de aqul 
que el consejo es parte necesaria para contestar á las ac­
ciones intentadas contra el pródigo ó el débil de esplritu, 
como para asistirJos en las que ellos intentan; él debe, en 
consecuencia, figurar como parte en la citación. Tal es la 
jurisprudencia de la corte de casación (3',. ¿No es esto exce 
derse de las exigencias de la ley? Sin duda que el consejo 
debe asistir, es deéÍr, estar presente en la audiencia, apro­
bar lo que hace la persona á la cual se le nombró; pero 
ninguna disposición de la ley exige que los actores intenten 
las diligencias contra el cuosejo judicial. (q). Todo lo que 
puede decirse, es que la asistencia queda probada cuando 

1 Ro",'''' 5 tle Diciembre tle 1853 (Dallaz, 1854, 2, 123), 
2 Selltellcia de ,lenega,l" apelación, uu 6 tle Julio ,le 1868 (Dalloz, 

1869, 1, 267). . 
3 Selltellcia ue tI.negada apelaci6n ue 8 <lo Diciembre ,le 1841 

(Dalloz. en )a palabra interdICción, núm. 303, 2~ eharuon, Potestad tu­
telar, núm •• 279 y siguientes. 

4 Brnselas, 18 de Enero do 1827 (Pasicl'isia, 1827 1'. 26). 
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el consejo figura en los actos de procedimiento; pero aun 
cuando figure, no es comu parte, sino como consejo; Por 
esto se ha fallado que el procedimiento no es nulo por el 
hecho solo de que el cousejo no ha estado presente á la 
instanciH; para a]1robal' torlo lo que hace el pródigo cuand/1 
ha comenzado y que basta que intervenga en el curso de 
ella, lo que no se concebiría si el consejo fuere realmente 
parte en el litigio (1). 

361. Los términos de la ley son J.bsolutos, de el;o re· 
sulta qu'! 81 prólig'¡ y el délJil de espídtu jamá~ pueden 
comparecer judicialm'_'nte sin asistencia de su consejo; no 
hay que distinguir entre la defensa y la demanda (2;, entre 
las ¡¡"ciones mobiliarias y las inmobiliarias. En este punto 
vemos ya una diferencia entre el menor emancipado y el 
pródig,'; el tI[lO puede intentar accione, mobiliarias (nú· 
mero 220), y el otro nó, Este rigor se concibe para aquél 
que es débil de espíritu, y no tiene razón de ser para el 
pródigo, porque intentar una ae,CÍón ó contestarla no es un 
acto de prodigalidad. 

Los tribunales aplican la ley cOn rigor. Aun cuando S'l 

trate de un :tcto ,¡ue el pródigo tenga derecho de ejecutar, 
si este acto da lugar á up-a instancia judicial, aquél necesi· 
ta de la asistencia de su consejo. El pródigo puede casars~; 
pero si se hace 0pdsicitlll á su rn"trimonio, él no puede pedir 
el levantamiento sin estar asistido. La corte que as! lo falló 
cordiesa que la asistencia no tiene razón de ser en este caso, 
y que coarta la libertad al pródigo; si la ley quiere CJue es 
té asistido de su consejo para litigar, es para garantiriQ de 
su debilidad; pero el pródigo conserva la libertad de su pér. 
sona, y el levantamiento de la oposición que se hace á su 
matrimonio nada tiene de común con la tendeucia que tie-

1. P<ll'L~, 12 dl.\ Dioilmt!H'o dJ 1861 (D,d!llz, 18{)'.~, 5, 186). 
:l llrucelas, 2fJ de ~I"yo do 1841 (Pasicrisin, 18t2, 2, 248). 
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n~ á la disipación. Para todas estas razones, hay una res­
puesta perentoria que dar, y es el texto absoluto de la 
l~y \1). Lo mismo sucede con las demás acciones cancel'­
nient. s á la perSQna del pródigo. En un pleito sobre se­
paración dé cuerpo ó sobre divorcio, debe estar asistido; 
hasta para interponer apelación, por más que 110 haya nin· 
guna relación entre esta accioll y la prodigalidad (2)_ Con 
mayor razón esto es así en los litigios que conciernen al 
patrimonio del pródigo. El, á la verdad, puede ejecutar to­
dos los actos conservatorios, supuesto que este es un dere 
cho que pertenece á todo incapaz; pero cuando, p31'a el ejer­
cicio de este derechú, eiltabla una instaflcia judicial, debe 
estar asistido por su consejo. Así es que el pródigo puede 
entablar oposición á un mand~miento, pero debe tener la 
Asistencia de su consejo para comparecer judieialmenté á 
causa de dicha oposición (3). 

La corte da casación admite una excepción á la prohibi· 
ción de litigar establecida por los artículos 499 y 1513. Ella 
ha decidido que la asistencia del consejo no era necesaria 
para contestar á una ,Jemanda dEl interdicción, y especial­
meute para interponer apeJa~ión del fallo que pronuncia la 
interdicción. La acción de interdieción, dice la sentencia, 
se formula sobro todo por ioteré; del demandado, en vista 
de asegurarle una protección más eficaz qne la que resulta 
del nombramientrl de un consejo; la ley, por otra parte, ha 
establecido garantias especiales en favor del demandado, el 
parecer deja familia, el interrogatorio ante el tl'Íbunal, la 
vigilancia del ministerio pút.licrJ; e.tas garantías reempla­
zan y bacen superflua la asistencia del consejo (4). Estas 

1 'rolosa, 2 tl0 Dickmbl'o tlB lS:·J9 (D,llloz, OH la. palabr,t j"terdic_ 
ció.", uúm. 292, 1"'); Besau9ilIl, 11 de EnBro de 1851 (D .. \lIoz, .1851, ~, Gl) 

2 Limoges, 2 de Junio (le 1856 (Dalloz, 1857,2,26). 
3 Montpellier, 1" ,le Julio de 1840 (Dalloz, en la palaum inlerile­

CIÓ". núm. 296). 
4 Sentenoia de deneg"ua apelacion, !le 15 do Marzo ,1 e 1858 (00_ 
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razoneS serian e1:celentes para justificar una excepcióD; pé" 
ro ¿incumbe al juez establecer ésta? La negativa nos pat's­
ee evidente. Podrían alegarso razones igualm<lnte fuertes 
para hacer una excepción á la prohibición de litigar, cuan· 
do sa trata de la separación dé cuerpo ó de la oposiciéR al 
matrimonio: la jurisprudencia rechaza, no obstante, dicha 
excepción, por una razón que es decisiva, el texto absolato 
de la l<ly. Se debe mantener este principio, porque d;e lo 
contrario se abre la puerta á hs má; arbitrarias interpr.eta· 
ciones. 

362. La prohibición de litigar acarrea la de consentir 
sin la asistencia del consejo. Consentir en una demanda ó 
en un fallo, es renunciar á defenderse; y si el pródigo ne­
cesita la asistencia de su consejo para comparecer en juieio, 
necesita de esta misma asistencia para poner térmiM al 
pleito. Por la misma razón, él no puede desistirse. Esto 
es de jurisprudeneia (1). Las sentencias que deciden que 
el pródigo no puedé consentir ni desistirse, se fundan en 
que él no puede transar; este motivo no es válido, porque 
ni el consentimiento ni el desistimiento son una transac­
ción, como en más de una ocasión lo hemos hecho notar (2)­
Más bien hay que partir del principio de que el pródigo, 
como no puede comparecer en juicio, no puede por lo mis­
mo ejecutar ningún acto concerni ente al litigio intelltado 
sin la asistencia de su consejo. 

Est\) priftcipio se aplica también á las vlas de recurso, 

1I0z, 1858,1,121). AubrS j' Han apnH'ban ,st" uecisión (t. lO, p. 57'() 
Y nota 6), 

1. RHElpWltO HI conRt~lltimiento, "éall~fl f'{']lÍcuciasde Rennes, (le 26 
de Dicitllll1Jr(~ de 186G (D;1110z, 1868,~, 174), Y de easacióD, ele 6 do 
NoYiembrtHle 1867 (Dalloz, 1867,1,481). l{esl'ecto al desistimien­
to, véase sent.encia ele Brlts(~htS, de 27 de Noviembre de 18~3 (Da_ 
Hoz, en la palabra desiscimunto, núm. 21, y Pasicrisia, 1823, ll. 54-1). 

2 Vease este tomo, mIms. 85 r 86. 
P. tl, b.-TOMO v. 66 
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oposición, apelación y demanda de casación (1). ¿Pero la 
prohibición. es absoluta, de suerte que es~s recursos sér­
tan nulos por el hecho 6010 de que 68 hubiesen ver:licado 
sin asistencia? Creernos que á los reeursos se debe aplicar lo 
que hemos dicho de la acción. Si la interv8i1ción del con­
sejo durante el cursO de la instancia es sufl,!iellte para darle 
validez, por la misma razófI h oposición, h apaladón ó el 
recurso de casación serfÍn validados si el consejo asiste al 
pr6digo en la instancia. que se entabla sobre la oposición, 
la apelación ó el recurso de casación. C'lllforme al rigor de 
los principios, habrla qu~ decir que la instancia introducida 
sin la asisteI)cia del consejo es nula, puesto que el pródigo 
no puede)itigar solo; pero la nuliltad se cuhre p1r la asisten­
cia qué el comejo le presta después de formulado eljrecurso 
ó laac~ión. Puede aplicarse aquí, por analngía, le. que he­
m.ot!' dicho de la autorización marital (2). Q:1,,,la en pie una 
dificultad. El pródigo intenta una accio!' sin estar asistido_ 
El de¡nandado puede oponerle una excepo,ión. ¿Per" la ac . 
ción se considerará corno nula, ea este cas)? Nó, pOl'IJlle 
el pródigo tiene calidad para proceder, supuesto '1UR él, y 
únicamente él es parte en la causa. Una simple excepcióll 
es la que le opone el demandado_ Lo mismo pasa con la 
apelacj(m. Esta decisión se funda también en la razón. Mn· 
chas vec.es proceder judicialmente es un acto conservatorio; 
esto es cierto sobra todo de la apelación. Ahora bien, PUd­

de suceder que el co.nsejo esté ausente, impe,lido ó que 
rehuse su concurso, y puede ser que la denegación no esté 
fundada_ Es necesario que el pródigo tenga la fa~ultad, en 
estos casos, de entablar apelación para la conservación de 

1 'Sentenoias de Bourgcs, de 28 ile Enflro dI' 185:2, Y tIo la corte 
de.1laaaQióD, de 13 do Febrero 110 1844 (Dalloz, en la palabra inter_ 
dicción, núm. 292, 2~) Emsela ... 24 ,le Diciombre de 1851 (Dalloz, en 
la palabra interdicción, núm. 292, 5'" Y Pasicrisia, 1852,2,250). 

2 VéaB(l el t. 3· de estos Principios, núm. 103. 
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sus derechos. La cuestión ha sido resuelta en este sentido 
por la corte de Poiticrs (1) 

ll. Transigir. 

363. Está prohibi,lo que transijan las personas provistas 
de un consejo (arts. /199 y 513). La prohibición es abso· 
luta. El pródigo puede recibir sus rentas y disponer de 
ellas, pero nc¡ le es pcrmitido que tran sij a respecto á ellas. 
Este es un ado qne la hly veda ,¡ todos los que no tienen 
plena capacidad para disponer. El me nor emancipado no 
puede transigir, pOI' IllÚS (lllO se le reconozca el derecho de 
disroner (núm. 235; eOll mayor rllzún la ley deberla pro­
hibir al pródigo que transigiese, sn pneste que le impone 
nna incapacidad absoluta para enagcnar. 

La :Jrohibidón ,le transigir tr'ae consigo la de compro­
meter. Conf"rme al arto 1003 dol código de procedimien­
tos, toda dase de p~rsonas pueden comprometer sobre los 
derechos d'l qno disponen libremente; ahora bien, las per­
sonas pueslas en consf'jo no tienen la libre disposición 
de sus derechos, supuesto que la ley les prohibe que tran' 
sijan. Además, el compromiso se considera por la ley 
como un acto miÍs peligroso que la transacción; el artícu­
lo 1989 dice que el poder de transigir no implica el de com­
prometer. Esto decide la cuestión (2). 

lIl. Enagena1'. 

36~. La ley prohibe á I,\s débiles de inteligencia y á los 
pródigos r¡ue enagenen sin estar asistidos de su consejo. 
¿Qué exten~ión tiene esta prohibición? Hay acerca de este 
punto, grandé incertidumbre en la doctrina. Se pregunta, 
en primer lugar, si los arts. l¡.99 y 1513 se aplican á los 

1 Pothiers, sentencia de 7 de Agosto do 1867 (Dalloz, 1869, 1,269)' 
2 aubry y Bau, t. 1", p. 570 Y nota 7. 
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muebles tanto como á los inmuebles. El texto, á nuéstro 
parecer, decide la cuestión. Habituallllente se comparan 
los pródigos y los débiles de espíritu con los menore, in 
capacitados; pues bien, confrontemos las dispo,ioiones lid 
código civil que les son concernientes. El art. lJ,82 comien­
za por decir que el menor emaneipado no !luede reci"ir y 
dar descargo de un capital mobiliario; los arts. lJ,99 y 513 
reproducen esa prohibición. Además, el arto lJ,8lt agrega 
que el menor no puede vender ni enllgenar sus inmuebles, 
mientras que los arts. lJ,99 )' 513 disponpn en t~rminos ab 
sol utas que á los pródigos y débiles de espíritu les está 
prohibido enagenar. La prohibición es absoluta para las 
enagenaciones como para el derecho de transigir y de Jiti· 
gar; si se rechaza toda distiución cuando se trata de litigar 
y de transigir ¿con qué derecho se hace distinción ea lo 
que concierne á la enagenación? Se pretende que la limi· 
tación resulta de las frases: ni gravar sus bienes con hi· 
potecas, que siguen inmediatamente á la palabra enage 
nar; lo que implica, dícese, que sólo se trata de la enage· 
naoión de los inmuebles (1). La interpretación es muy aveno 
turada y no podría aplicarse sino cuando hubiese razones 
para distinguir entre los muebles y los inmuebles. Cierto 
es que dS de tradición, en derecho francés, dar una impor­
tancia menor á los muebles que á los inmuebles. Pero en 
los oasos de prodigalidad y de debilidad de espiritu, no se 
trata de saber hasta dónde llegan los poderes de un admi­
nistrador; la cuestión es muy diversa. Para el débil de es­
piritu, se trata de saber si tiene la inteligencia necesaria 
para aoagenar; ahora bien, la ley no le roconoce esta inte· 
ligeDcia para los inmuebles, por asentimiento de todos: 
¿acaso se necesita menos inteligencia para vender muebles? 

1 Demolombe, t. 8~ p.493, uum. 729; Ducaurroy, t. 1? p_ 1)30, nú' 
mero 74L 
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En cuanto al pródigo, la distinción que se establece entre 
los muebles y los inmuebles está en abierta oposición con 
el fin que el legislador se ha propuesto, prohibiéndole que 
enagene; ella quiere impellir que se arruine; permitirle eua· 
genar, es permitirle que se arruine eUJndo su fortuna es 
mobiliaria. Esto es dAcisivo (t). 

Lo que prueba qué poco segura es la opinión que com­
batimos, es que de,pués de haber distinguido entre los 
lllueules y los inmuebles, se ,listingue además entre los 
mueules corpóreos y los incorpóreos; y en seguida se dis· 
tingue, aún respecto á los muebles, corpóreos si la enagena· 
ción es ó nó un acto de administración. Preguntamos ¿con 
qué derecho se hacen todas estas distinciones? Deja de ha­
be,· derecho y ya no hay más que arbitrariedad, desde el 
momento en que nos apartamos de los textos y do los prin. 
cipios. Por lo demás, debe confesarse, que los autores que 
sostienen con nosotros que el texto de los arts. 499 y tí 13 
es absoluto, admiten igualmente excepciones y caen por lo 
mismo en idéntica inconsecuencia. Entre estas excepciones 
hay algunas qué la razón acepta, pero que el rigor del de· 
recho debe rechazar. Allí en donde hay una prohibición 
absoluta para enagcnar escrita e'l la ley, no puede tratarse 
de excepciones; equivaldría á derogar la ley, ólo que es lo 
mismo, á hacerla. El pródigo, dice Valetté, puede vender 
sus cosechas, porque puede poner sus bienes en arrend~. 
miento, lo que implica la enagenación de los frutos por to· 
da la duración del contrato. Nuestra respuesta se halla en 
el texto, y agregamos que es una ventura qU1 el texto 
permita quitar al pródigo una ocasión más de disipar su 
patrimnnio. Valette permite aún al pródigo que venda los 
mnebles corpóréos de poca importancia; ¿quién decidirá si 

1 Demante, t. 2°, p. 357, núm. 285 bis 3~; Valetta, Exposición su_ 
maria del libro l?, p. 386; Allbry y Ban, t. l~, p. 57 Y nota 10. 
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los muebles son de poca importancia? El legislador se ha 
cuidado bien de asentar semejante principio, porque abrla 
la puerta á un arbitrario sin limites. Aubry y Rau admiten 
una excepción para los muebles corpóreos que por su na­
tura:eza están destinados á ser ver.didos ó que se hallan su­
jetos á un rápido deteriorn. Nada más justo; pero ¿fluién 
será juez de este hecho? ¿El pródigo? ¿N" es más raZ'Jlla­
ble y más jurldico hacer intervenir al cOllsejo para que éste 
decida si puede venderse la cosa? ' 1). 

En cuanto á los muebles incorpóreos, casi se está de 
acuerdo en prohibir su enagenación á las personas puestas 
bajo consejo. En nuestra opinión, esto no puede originar 
la menor duda; siendo absoluta la prohibición de enagenar, 
se aplica por lo mismo á toda clase de cosas. Ea este sen­
tido se ha fallado flue el pródigo no puede endosar, ,sin la 
asistencia de su consejo, un efecto subscrito en Sil prove­
cho (2). 

No es necesario decir qne las persona~, puestas en con­
sejo no pueden enagenar los inmuebles. En esttl punto, 
todos convienen en que el texto es absolutü y que de él re, 
sulta flue los pródigos y los débiles de espíritu no pueden 
enagenar ni di-recta ni indirectamente ¡3). Siguese de aquí 
que el pródigo no puede hipotecar; la ley 1,) dice (articu­
las 499 y tH3), bien' que fJese inutil haberlo dicho, su· 
puesto que el que nn tiene la capacidad de enagenar no 
puede consentir hipoteca (art. 2124). Por la misma razón, 
las personas provistas de un consej o no pueden establecer 
un derecho real sea el que fuere, servidumbre, usufructo, 

1 Una sentelloiu. de la oorte (le Montpellier decide en Ull consiJe­
rantl0" que la prohibición de enagenar comprende la. fortuna. mobL 
Iiaria Ó 1 .. inmobiliaria (1" de Julio ,le 1840, Dalloz, en la palabra 
interdiCCIón. nllrn. 296). 

2 Bruselas, 3 de Abril da 1841 Paslcrisia, 1842, 2, 2~2); 
3 BrU$laa, 26 de Mayo de 1841 Pasicrisia, 1842, 2,248). 
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enfiténsis, etc. Se ha falh'Jo que el pródigo no podía dar 
un inmueble en anticré~is. L 1 anticré.is no es un derecho 
real, únicamento da, dice el 3rt. 2085, la facultad al acree· 
dor de pereibir los ft'Ut,)s del inmu~ble. Esta Il< una enage­
nación de frut)~; eOIl este titulo, ,'ae en la aplicación de los 
alls. l¡99 y 513 'lue prohihea toda enac:enacióa (11. Pero 
¿por qué el pród igo pucde dar sus bie:les en arrendamiento 
y no puede darlos en anticrésis? Volveremos á tratar la 
cuestién en el titulo de la Prenda. 

365. La aplicación de este principio á las capitulaciones 
matrimoniales origina una seria dificultad. Está fuera de 
du la que el !,rá,ligo y el débil do espíritu pueden Clsarsa 
sin estar asistidos de su consejo. ¿Pueden lambi¿n hacer 
UlJ vontrl¡to do matrimllnio sin ,licha asistencia? Sí, si el 
CO[¡tl'at0 no (~nr:tipnc enageoa¡jiótl; tal sería un contrato que 
estif'ulas,~ d régimen de separación ,le hienes. Si el contra­
to contiene una cnagenación, el ,~onsejo debe intervenir, y 
en nu"stra opinión, sin distinguir si la enagenación es mo· 
biliaria Ó inmobiliaria. Así es que el pródigo no podría con· 
sentir una cláusula de hacer muebles los bienes raíces sin 
estar asistido de su coasej" (arts. 1505 y Uí06); más ade­
lante diremos que lo mismo es de las donaciones que el 
quisiere otorgar por contrato ,j.) matrimonio (núm. 365). 
¿Pero qué debe resolverse de la comunidad legal, que im­
plica también una enageuación de la fortuna mobiliaria pre· 
sente y futura de los cónyuges á favor de la comunidad? 
La comunidad llamada legal es ua régimen que los cónyu­
ges consienten tácitamente, por el hecilO solo de casarse 
sin celebrar contrato de matrimonio. Si uno de los cónyu­
ges está bajo conse}), ¿puede eoagenar táeitaménte su mo­
biliario presente y futuro? Ná, se dice, porque no puede 
enagenar por consentimiento tácito sino por consentimie::¡· 

1 París, 10 de Marzo de 1854 (Dalloz, 1855, 2, 246). 
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toexpreso. De aqul se concluye que los cónyuges no esta· 
rán casad{)s bajo el régimen de la comunidad legal. ¿Cuál 
será, pues, su régimen? Demolomhe contesta que é,te será 
el régi 'T\en de la separación de bienes; Demante se pronun­
eia en favor de la comunidad de adquisiciones (1). 

Esta opinión nos parece inadmisible. Cuando los cónyu 
ges se casan sin contrato, se verifica, y nosotros lo recono· 
cemos, un contrato tácito, lo que supone el concurso de 
consentimiento. Pero este mismo principio condena la opí. 
nión que estamos combatiéndo. ¿Se dirá que el pródige ó 

el débil de inteligencia consienten en casarse bajo un régi­
men que ellos ignoran? Confesémoslo: el pretendido con 
sentimiento tácito que interviene cuando los futuros espo· 
sos se casan sin contrato no es más que una ficción; ahora 
bien, no hay ficción sino en virtud de una ley; luego se 
necesitarla de un texto para establecer la ficción que se re 
putase como casados bajo el régimen de separación de bie­
nes ó de comunidad de adquisición, á los cónyuges incapa­
ces de eonsentir la eomunidad legal. No corresplJnde á los 
intérpretes crear un régimen en el cual ni si'luiéra pensaban 
los cónyuges. Por lo tantG la cuestión que estamos discu­
tiendo no tiene más solución que la que le da el art. ll"l¡.O; 
á falta de contrato, los cónyuges estarán regidos por la ca· 
munidad legal. Tal es también la opinión de la mayor 
parte de los autores (21. 

366. Creerla3e que la aplicación del principio á las do· 
naciones, sean las que fueren, no puede sufrir la menor 
dificultad. Si la persona débil de esplritu no tiAne la inte· 
ligencia suficiente para enagenar á tltulo oneroso, ¿tendrá 

1 Demolombe, t. VIII, p. 499, num. 740, Demante t. n, p.359 
núm, 285 bis V. 

2 Allbry y Rau, t. lO, p. 573, nota 4 y los autores.allí cita<los. En 
el mis1nó •• ntido, sentencia <1e Limoges, de 27 <1e Mayo ele 1867, 
(Dalloz, 1867, 2, 77). 
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más inteligencia si se trata de disponer de sus bienes á ti· 
tulo gratuito? En cuanto al pród igo ¿no son precisamente 
las profusiones, so color de liberalidad, las que deben te· 
merse por su parte? Así, pues, sin vacila l· del)idimos que 
está prohibida toda dOllaciótl á las personas provistas de un 
consejo. No obstante, la jnrisprudencia y la doctrina están 
lejos de Utl almerelo acerca de lag diversas cuestiones que 
en esta materia se presentan. Se trata de saber cuáles son 
las liueralidades que el pródigo puede hacer en bé lIeficio 
de su consorte. En cuanto á las que hidese á terceros pero 
sanas, se conviene que están dentrO de la aplica ción de los 
arts. 499 y 013, Y que, por lo tanto, el pró,ligo no puede 
consentirlas sino con la asistencia de su consejo. 

Comenzamos por hacer á un lado una primera opinión 
que nos parece insosteniblA, y es la que permite al pródigo 
que haga á ·su consorte todo género de liberalidades y hasta 
donaciones de bienes presentes, sin asistencia de su canse· 
jo. Troplong invoca el viejo adagio que dice que la capa­
cidad para casarse da la de cOlJSentir las capitulaciones ma­
trimoniales (1). Decididamente hay que desoonfiar de los 
antiguos refranes, pOI·que hacea mas mal que bien á la 
ciencia del derecho. Sin durla '/,1e aquél á quien la ley pero 
mite casarse debe tener la facultad de celebrar todo género 
de capitulaciones matl'Ímúnialcs, peN con la condición de 
sujetarse á la ley; si es un m~nor el que se ca~a, deberá 
ostar asistiJode aquellos cuyo consentimiento es necesario 
para su matrimonio: si es una perSOi¡a puesta en consejo, 
deueni estar asistida de su consejo, si celebra una enagena· 
ció n en su contrato de matrimonio. Para que el pródigo 
pudiese donar sin asistencia de su consejo, se necesitaría 
una excepción á la incapacidad que la ley le impone. Tro-

J.. "ll<lbilii; (1\l nnptiaR, bauitis a,llneta l~lIptiaILt" ~Tr()plollg, COI¡­

trato dematrimordo, t. 1 ':', llúrll. 297). 
P. de D.-TOMO \'. 07 
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plong encuentra esta derogación en la disposición del código 
que establece una hipoteca legal sobre los bienes del pró­
digo en provecho de su mujer, por más qUH el arto 013 le 
prohiba hipotecar. ¡Singular argumento! !De que la leyes­
tablezca una garantía á favor de un incapaz, la muje.r casa­
da, resultará que otro incapaz, el marido pródigo, se halla 
despojado de las garantias que la ley le asegura, y que po­
drá arruinarse á su antojo, haciendo descabelladas liberali­
dades á su futuro cónyuge! Esto no es serio. 

Hay una segunda opinión que al menos es especiosa. 
Esta distingue entre las donaciones de bienes presentes y 
las donaciones de bienes futuros. Unicamente las primeras 
se prohiben á las personas provistas de un consejo, porque 
únicamente ellas despojan al donador; las otras no entra n 
en la prohibición de enagenar, porque el donador no se des· 
poja, sino que únicamente despoja á sus herederos; en 
cuanto á él, conserva la facultad de disponer de sus bienes 
á titulo oneroso; la institución contractual no es, pues, una 
verdadera enagenación. E,ta opinión tiene eu su favor el ma­
yor número de los autores -J) y la jurisprudencia de la corte 
de casación :2. Hagamos constar desde luego qu~ la corte 
suprema no ha sido seguida por la corte á la que se remitió 
el negocio; la corte de Agen se pronu[)ció en el mismo sen· 
tido que la corte de Burdeos, cuya senteucia fué casada. 
Nosotros nos afiliamos á la opinión de aquellas. La senten· 
cia de Agen establéce perfectamente que las donaciones de 
bienes futuros es una enagenación, y que, en conse,men· 
cia, entra en la prohibición de los arts. !±99 y 013. En 
efecto, segúu el tenor del arto 1083, la institución contrac-

1 Tonllier, t. 2~, núm. 1379, Dnmntoll, t. 3"', núm. 800. y t. 14, uú· 
JOe~o 15; Rodiere, y POllt, Oontrato de matrimonio, t. 1'.', Húmero 45. 
Odier, Contrato de matrimonio, t. 2'\ llúms. 613_614. 

2 Sentenoia de oasación, llo U de Diciombre de 1856 (Dalloz, 1857, 
1,17). 
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tual es irrevocable en el sentido de que el donador ya no 
tiene el derecho de disponer á título gratuito de los objetos 
comprendidos ~n la donación; él agota con esto todo ó parte 
de la cantidad disponible; se coloca en la impotencia de ejer­
cer liberalidades con los extraños y de dotar conveniente­
mente á sus hijos. Ahora bien, ¿qné cnsa es la propiedad? 
El derecho de gozal' y de disponer de las cosas de la más 
absoluta ¡mnel'a, Es cierto que el que instituye ha perdido 
sobre los biene5 donados la plenitud de propiedad que an­
tés tenía, luego eSl3 desposeído de sus derechos, ¿No es 
este una enagenaeión? En verdad que el donador conserva 
la facl,lltad de disponer á títuln oneroso, pero esta facultad 
se vuelve un riesgo más para el pródigo y el débil de inte· 
ligencia, como lo ex presa muy hien la corte de Pau, en la 
sentencia que fué casada. 

Prerisamente para favorecer las liberalidades fué para lo 
que la ley organizó la institución contractual; pero lo que 
es un bien para las personas que gozan de todas sus facul­
tades se vuelve un riesgo para aquellas cuyas facultades es­
tán más ó menos alterarlas ó debilitadas; en la naturaleza 
de la enfermedad está el no preocuparse dé! porvenir y sa­
crificalo todo al pres8nto; luego harán con una facilidad 
funesta l'ara ellos y para sus familias, donaciones que pa­
rece que no los despojan actualmente, y que, en realidad, 
les quitan irrevocablemente el derecho de disponer á título 
gratuito, y al mismo tiampo, despojan ú sus parientes. Tam­
bién debe tomarsé en consideracion el interés de éstos, 
porque con motivo de este interés la ley les da el derecho 
de pedir el nombramiento de un consejo (1). 

¿Qué contesta la corte de casación á esta demostración 
matemática? Nada, Se amuralla en la máxima que permi. 

1 Pau. 31 de Julio de 1855 (Dalloz, 1856,2,219). Agen, 21 !le Ju­
lio de 18b7 (Dalloz, 1857, 2, 168)' 
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te al que se casa celebrar capitulaciones matrimoniales. El 
pródig', dice ella, tiene el derecho de contraer matl'imonio; 
esta libertad implica la facultad de consentir todas las ca: 
pitulaciones y disposiciones de qua es susceptible el co¡JI¡'a 
to de matrimonio. D~ antemano hemos hedlO á un lado el 
adagio: lJaúilis ad nuptias, ha bilis ad nuptialia pacta .. 
L;l corte de Agen hace notar que dicho adagio no está es 
crito en nuestro código; y hasta podría decirse que el có 
digo lo rechaza. El menor está autorizado por acto autén­
tieo á c~sarse: luego es h" Lit para el malrimonh. ¿Será 
también hábil para consentil'las capitulaciones matrimouia 
les? Absolutamente nada. Necesitará uua uueva autoriZ¡l' 
ción, y más que esto, una asistencia de i!US ascendientes ó 
de la familia para su contrato de matrimonio. Luego la 
capacidad para casal'se no da la de estipular convenciones 
matrimoniales. Y nada es m1s jurídico que esto. Una cosa 
es el matrimonio, y otra el contrato de matrimonin; el pri­
mero es de orden públi~o y esU régido pul' prin':ipios to, 
mados del orden público: tal es la disposición que prohibe 
al hijo de familia que se case sin el eonsentimiento de sus 
ascendientes, aunque sea mayor; mifmtras que este mayor 
puede estipular todó género de convcndones matrimonia­
les. Así es que él no (lS todavía hábil para casarse lo es 
para celebrar un contrato de matrimonio. Esl.o eqllivale á 
decir que el contrato de matdmonio está regido por los 
principios que conciernen á los bienes; lo que vuelve á lIe 
varnos á los arls. 499 y D13. Est'ls artículos prohiben al 
pródigo que enagene; es así que el que dona enagana, lue­
go el pródigo no puede donar, á menos que un texto dero 
gue la regla. ¿Yen dónde esta ese texto? 

La corte de casación no encuentra otl'O más, que la dis­
posición del código que establece u[!a hipoteca legal sobre 
los bienes del pródigo. Prueba, dice ella, de que los ar-
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tlnulos 499 Y 513 DO son aplicables en materia de contrato 
de malriínonio. E~te es el argumento de Troplong. Nos 
cuesta trab~.io tomarlo á lo serio. ¡Cómo! Ila ley prohihe 
al pródigo que hipoteque. y esto impediría á Id ley que hi· 
potecase los bienes de aguél! ¿Aeaso lds hipotecas legales 
resultan del consentimiento tle la5 partes? El deudor no 
puede impedirlas, el acreedor no puede renunciarlas; única­
mente la voluntad del legislador las establece. ¿Qué hay, 
pues, de común entre la hipoteca legal y la donación? ¿Por 
qué la ley puede crear una hipoteca, se inferirá que el pró 
digo puede donar? 

La corte de casación acaba por invocar consideraciones 
morales. Ella dice que los arts. 499 y 513 no tiene por ob­
jeto más que intereses materiales, que son etxraños á las 
convenciones mó.trimoniales, en las cuales, comu en el ma· 
trimonio, debe reinar la más completa libertad. La corte 
infi~re de esto que seria contrario al espíritn de la ley ha­
cer depemler las donaciones de la asistencia oel consejo, lo 
que equivaldría á poner á discreción de éste la susrte del 
matrimonio. Tanto mejor, diremos con las cortes imperia. 
les. En electo, el matrimonio, más que otl'O contrato cual·' 
quiern, está expuesto al abuso de la libertad; por esto es qué 
la ley trata de ponerlo al abrigo de las malas pasiones, pro­
longando la minoría del hijo de familia hasta los veinticin­
co anos, permitiendo la oposición, sea cual fUiJre, la ellai 
de los futuros esposos. Por el mismo eS~irilu, conviene po· 
ner un freno á las insensatas liberalidades 'l"O un próuigo 
ó un débil de espiritu quisiera h~cel' p(J1' su contrato de ma­
trimonio. ¿Por qué la ley les da un cOll;ejo? Porque teme 
qué se arruinen. Y les arrebataría dicha protección en un 
contrato, en donde, mas que eu otro cualquiera, los débi· 
les dé espíritu se lanzan al encuentro de su ruina (1). 

1 La opinión que admitimos la enseña lI:tarcaclé, sobre los artícu_ 
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Esto, principios reciben su aplicación á todo género de 
liberalidades que los futuros esposos se hiciesen por su con· 
trato de matrimonio, áun á las donaciones mútuas (i). Son 
también aplicables A la dote que un padre ¡:la á su hija. En 
efecto, la dote es una liberalidad del que la constituye, su· 
puesto que los padres no están obligados á dotar á sus his 
jos. Esto decide la cuestión bajo el punto de vista de 105 

textos. En cuanto al esplritu de la ley, nó hay duda algu­
na. El débil de esplritu y el pródigo pueden hacer excesos, 
aun cuando estén animados de buenos sentimientos; y la 
ley ha querido impedirles que se arruinen se'! el que fuere 
el motivo (~). 

Quedan los testamentos. El testado!' no enagena, sino 
que dispone para una época en que ya no exista, y puede 
siempre revocar sus disposiciones. Slguese de aqul que la 
prohibioión de en<tgenar establecida por los arts. 499 Y 
513 no se aplica á los testamentos: Quiere decir esto que el 
pródigo y el débil de esplritu tengan el derecho de testar? 
Su derecho depende de su I'apacidad natural; porque, se· 
gón el art. 901, se necesita estar sano de la mente para 
otorgar testamento. El pródigo no es un loco ni un furio­
so; está sano de esplritu y únicamente su v&luntad es la 
que no está sana. Luego puede testar. En cuanto á las pero 
sonas que han sido provistas de un consejo por debilidad 
de esplritu, la cuestión de saber si pueden testar es de he­
cho más bien que de derecho. El arto arto 499 no les veda 

108513, nlÍm. 1, y 1394, núm. 4. Valette sobre Prouclhon, t. 2?, pági­
na 568, nota a. Demall~ t. 2°, núm. 285, bis. Aubry y Han, t. 1~, 
p. 071, uota 13. Massé.r Yargé sobro Zaohar;re, t. 1", p. 249, notas 1 
y 15. Damolombe. t. So, p. 496, númB. 736, 7;n. 

1 Amlen., 21 de Julio de 1S52 (Dalloz, lS53, 2, 39). En sentido 
contrario, París, 26 de Abril de 1833 (Dalloz, en la palabra interdic· 
eión, número 3\>7, 4?). 

2 MontpelJier, I? de Julio de 1840 (Dalloz, ~n la palabra in/erd.e· 
ción, núm. 296). Anbry y Run, t. 1?, p .. 572, not.. 15, y los antores 
allí oitados. 
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la facultad de testar; pero para ejercitar dicho derecho, de­
ben estar sanas de esplriLll. De ellas puede decirse que su 
espíritu no se halla del todo sano, pero hay infinitos gradós 
én la debilitación de las facultades intelectuales: si llega al 
punto de que el ,iébil de espiritu no tiene ya bastante lll· 

teligencia para comprender lo que hace al testar, se vuelve, 
por esto mismo, incapaz de otorgar un testamento. Ll)s 
jueces resolverán según las circunstancias (1). 

IV. Pedir prestado. 

367. Está prohibido á las personas puestas en consejo el 
pedir prestado. Este es el acto más peligros0 para los dé­
biles de esplritu y sobre todo para los pródigos. A<i, pues, 
los tribunales tienen razón de aplicar la prohibición con ex­
tremo rigor; los préstamos directos son de temerse poco, 
puesto que la ley los prohibe formalmente; pero es de pre­
veerse que los incapaces y los que explotan su incapacidad 
trat?n de hacer indirectamente lo que no pueden hacer di­
rectamente. Se ha fallado que un contrato de arrendamien­
to qu? estipule el p~go anticipado de varios al10s de rentas 
y qlJe esté acompal1ado de otras circunstancia~ que establez­
can la mala fé, constituía un préstamo disfrazado (2). Hay 
alguna duda cuando el pródigo subscribe una l~tra de cam­
bio; en efecto, puede suceder que la haya subscrito para pa­
gar algunas provisiones que se le hayan ministrado; y pa­
gar una d~uda, no es pedir prestado. No obstante, la corte 
de casación falló que la prohibición de pedir prestado y de 
enagElnar implioaba la ine,apacidad de obligarse fuera del 
circulo de los actos de administración, y con mayor razón 
de subscribir com promisos de una naturaleza esencialmente 
comercial, compromisos que suponer, casi siempre un anti-

1 Duranton, t. 3", p. 726, Ilúm. 801. Dernolombe, t. 8°, p. 495, nú' 
mero 734, y 735. 

2 Caen, 14 de Julio de 1845 (Dalloo, 1~4¡¡. 1, 323). 
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cipo de fondos, salvo á las partes interesadas el rendir la 
prueba de que la obligación es civil y tiene por causa pro­
visiones suministradas al pródigu (1). Nace entonces la cues­
tión de saber dentro de qué limites son válidos tales COID· 

promisos; más adelante examinaremos la cuestión (núme· 
ro 371). 

V. Actos de administración. 

368. Está prohibido á los pródigos y tí los débiles de es­
plritu recibir un capital mobiliario y dar descargo ¡,¡¡rts. 499 
! 513). Este es un acto de administración que la ley per­
mite al tutor, pero que prohibe al menor emancipado, y 
que con mayor razón debería prohibir á las personas que 
están provistas de un consejo judicial, por causa de debili­
dad de espíritu ó de prodigalid~d. El objeto de la interven 
ción del consejo es impedir :i los incapaces que disipen los 
capitales que perciben. Siguese de esto qne el consejo de­
be también vigilar su empleo. Cierto es que el código no 
lo expresa, lo que constituye un motivo para dudar. Pero 
la ley no necesitaba dedrlo; la prohibición de recibir los 
capitales mobiliarios no tiene más razóa de ser que la vigi-
1ancla del consejo en el empleo de los caudales; Inego im­
plica para el consejo el derecho y el deber d e vigilar dicho 
empleo. La doctrina y la j urisprudenda están de acuerdo, sal· 
vo el dísentimientll de Rollaad de Villargues (2\ 

Núm. 2. De los actos que pueden ejecuta?' las personas 
provistas de un consejo. 

l. Actos concernientes á la persona. 

369. El fallo que nombra un consejo judicial á los pró-
1 Sentencia ,le casación, de 1? ,le Agosto de 1860 (DalJoz, 1860, 

1,316). 
2 Aubry y Ran, t. 1~, p. 571, nota ~, y los autores· allí oitndoA. 

Oaell, 6 de MaJO de 1850 (Dllllo., 1851, 2,46). 
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digas y á los débiles de espíritu, en nada modifica.su capa­

~idad personal; no están puestos en tutela, luegn conservan 

el dere~ho de gobernar su per50na como se les ocurra, A 
diferencia de los incapacit:l(¡os, uo tienen d,)micilio legal, 
lllebo pueden cambiar' ¡le donlÍcilio; esto no carece de in-· 

convenientes para h asi"tencia del consejo, pero en derecho 

es incontestable \ 1), Los 'lile PstUfl urovistos de un canse, 
jo puede,) tamhi~n a!'l'ilz:lr la prol',,'si¡JIj '1uegusten, alquilar 
sus servicios ó su induslria, t!Jma¡' en unendam3enlo. No 
obstante, D,lalOlombe uC'lllseja Ú los tel'8ems que contraten 

con el pródigo que pidan la a3islencla del eonsejo (2), No· 
sotr0s no comprendomos talos l'ü"tri"c:onps y reservas. El 
pródigo AS capaz Ó no lo es; si uo lo es, se necesita, no 
aconsejar que se le asista pr.l' sn cO:lsejo, sino resolver que 
esta asistencia se 1'2r¡oiel'fJ so P"'!l'"l 01" nulidad dAl aóto, Y 
si el pródigo es capaz d,,, ".dnli"istl'ar su persona, es neceo 
sario ser consecuente y ducir ,¡ue el cousejo no tienB dere· 
cho de intervenir, 

No se nombra El cons8jo P"l'1 la persona, sino para los 
bienes, B,lsla leer los arts, 1199 y 513 para convencerse de 

ello, Sigllese de aqní, fl"e las ¡:PI'30nas provistas de un con· 
sejo pued"" casarse si" 1:, asisl.'ncia dA su consejo, La doc­
trina y la .iurispl'Udenei;¡ está, ,1" ,vuIlr,[il en este punto, 

que /la pu.ede ,i:,r ni sombra de dud" (a), Hay dificultad 
aesllerto é las conv8lwi'JlJes m:ürirnoni"les, Antes helLos 
examinauo la ,'uestion 'núm, 36;)·, Ha sucerlido que una 
madre se hit opuest') al m:ttrimonio de su hijo puesto bajo 

consejo; ella p~dia 'lUf' 11 c"lebr,ll'ión del matl'Ímonio se 

aplazase hasta que fuesen acordadas las ,~onvenciones roa· 

1 BelltulW!a IIu tllq!,';,.;:.lt!:L :I¡wL:ui,,¡¡, di) j J- du lJidümu;'tj (le 184:0 
(Dalloz, en la llalahra ldt;rji(·,~jóll, UÚfl! ~~;~¡ :'1'.'. 

2 Demolomh(\ t·. 8°, p, [l(H\ }i(I!!!, 7·1 
3 CaOIl, lU 1I1<11'7.U (Dai!~'í~, eH la p,¡,h ;ra ínrur,uwnlo, 11(1111. 265,7"?) 

P. uf. 1l.-TO:\1O v. 68 
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trimoniales con la asistencia del consejo. E~ta preteoción 
Jué rElchazada; sea cual fuere, en efecto, la relación entre el 
matrimonió y el contrato de matrimonio, los dos actos son 
independientes en derecho; el pródigo pueúe casarse y no 
se puede impedirle su matrimonio con pretexto de las con­
venciones matrimoniales. El pródigo y el débil de espiritu 
siendo capaces de casarse, siguese que disfruta'. de la po· 
tllstad marital y de la paternal; por consiguiente, el Dom 
bramiento de un consejo no acarrea ninguna modificación 
en los efectos del matrimonio (núm. 3:>7). 

¿Los pródigos y los débiles de espiritu puede'! reconocer 
á un hijo natural? Nosotros hemos examinado la cuestión 
en el titule) de la Filiación (1). 

/l. Actos de administración. 

370. Se nómbra el consejo judidal á los bienes, pero 
no tiene derecho á intervenir en todos los actos que hacen 
los pródig')s y los débiles de espiritu: la IHy ha tenido cui­
dadó de determinar aquellos para los cuales él debe asistir 
los; luego para todos los actos que no están previst,)s por 
los aarts. 4,99 y 013, las personas provistas dé un consejo 
conservan integra su capacidad. Ahora bien, en lo concer­
niente A los actos de admiuistración, el código no exige 
la asistencia siDP para el reembolso de los capitales y el 
empleo qU6 de ellos se hace; de dond~ se sigue que los 
pródigos y los débiles de espiritu pueden ejecutar todos los 
demás actos que se reputan actos de administración sin es­
tar asistidos de su consejo (2). Vamos á aplicar el princi­
pio á los actos que han dado mArgen á discusiones. 

No hay que decir qu~ las personas provistas de un con· 
sejo pueden ejecutar los actos conservatorios. Los mismos 

1 Véase el tomo 4~ <le estos princ;piot. núm. 37 .. 
:1 Anbry y Bau, t. r, p. 572. Demolombe, t. 8~, p. 501, núm. 743. 
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incapaces tienen este derecho (1), con mayor razón los pró· 
digos y los débiles de espíritu, que nI' se cuentan entre los 
incapaces. L~ corte de Poitiers ha aplicado este principio á 
la apelación. Habla un motivo para dudar, y es-que está 
prohibido á las personas provistas de un con~ejo, litigar; la 
sentencia contesta á la objeción, que la apelación es un acto 
conservatorio que tienlle á prevenir una pre5cripciÓn de la 
cual no ponrían ser redimidos los incapace$, lo que los ex· 
pondría á pérrlidas irreparables. Esto no impide que el apeo 
lante deba estar asistido de su consejo para litigar; de este 
modo se concilia la prohibición que se le hace de litigar 
con el principio que lo autoriza para ejecutar los actos oon· 
servatorios (2). 

Se supone que el ménor está puesto en consejo, y que 
estas funciones se confían á su tutor. Ya mayor, debe re· 
cibir la cuenta de tutela: ¿nebe estar asistido de su consejo? 
R~cibir una cuenta es, en general, un acto de administra­
ción. Pero en el caso de que se trata, la persona provista 
de un consejo no puede recibir la cuenta de tutela, porque 
la cuenta implica la liberación de los capitales del ménor; 
ahora bien, los pródigos y los débiles de espíritu no pueden 
recibir los capitales sino con la asistencia de su consejo. No 
pudiendo el consejo, en este caso, asistir, supuesto que es 
parte en la causa, hay lugar para nombrar un consejo ad 
!IOC (3). 

¿Las personas colocadas en consejo pueden dar sus bie. 
nes en arrendamiento? Consentir un arrendamiento PS un 
acto de administración, pero en el sistema del código, el 
arrendamiento no tiene tal carácter sino cuando excede de 

1 Véase el torno 3' ,le esta obra, núm. 743. 
2 Poitiers, 7 de Agosto de 1867 (Dalloz, 1869, 1, 268). Bruselas. 

24 de Diciembre de 1851 (Dalloz, en la palabra interdicción, nilme_ 
ro 292). 

3 Dijon, 21 de ~larzo de 1860 (Dalloz, 1866, 5, 261). 
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nueve a¡"\os; si pasa de este térmirlO, se considera como un 
acto de disposición. ¿Quiere decir esto que los arrenda. 
mientas celehrados para Inás de nueVH aOos por un pródigo 
sean nuh'? Nó, el arrendamiento es válido, pero no liga al 
arréndador silla por un término de nUCVd anos, luego pue· 
de pedir ¡¡Ud se reduzca ú este término (1). 

¿Los pródigos y los Ilél.iles di! .espiritu pueden aceptar 
una sucesión? Hay Ulla slmtolli'ia 'lue a,lm:te la afirmativa 
sin disentir la cuestióll {2 ; t 11103 !IJll aut¡)rdS SH pronundan 

por la opinión contraria (3. )'>10 IlI"udJil que hay un mo­
tivo pal'a du,lar, La a'!"I,t¡'ci:¡:1 de una SU~,jsión no esta 
considerada 1'01' 01 códig') W\l1l1l un adll ,1,) administraci!ln, 
y no la permitll al lulo!' Iti ,,1'IlCIlOI' omaOIJip'ldu (art. 776); 
si fuese de prin~ipi, ¡W'i1 1:: l'rtidi¡:p 1)"1110 para el menor 
emancipado 'lue !l" ['IJ"tI'j ,"jel'.uta' tiino Ins adns dI) pura 
administracion, hab,iil (¡U" res"lv"" sin va,~¡:al' que las per­
sonas puestas bajo c'lllsej,) n,) I'!leden aceptar una hereJ­
cia. Pero el principio es muy diferente: se trata de una in, 
capacidad, special, y la le.: detel'lnina do uua manera pre· 
oisa su extensión y limites; ahor,¡ hien, la aceptación de 
una sucesión no está c,vllprendida entre los actos previstos 
por los arts. 499 y 513. En vano se ohjeta qJe la acepta· 
ciónde una sucesión impliea el wüs peligl'úsll de los com­
promisos, si se hace pura y slmcillamente: todo lo que de 
ello resulta, e3 que la jlrevisión de la ley está en fallo. 

Lo mismo decirnos Ii,-, la parli,!ión. Bija el '¡>unÍ') de vis· 
ta del rigor del derecho, casi no hay duda. La partición no 
está enumerada entre lo, acto:; que se prohiben al pródigo; 
para que no tllviesc la facultad de ejecutarla, se necesitaría, 

1 rrolof;iI'.:!,'3 tln Jg;-'~tl) dI'. lS;;;) íDHIl~'¡,. 18.');),?, 338). Cotul'úrc8o 
lo que hG tlitlllo (le los HITl'lld:¡i;!ic!ltn~ ('OIWI'l't;ulo,<\ pOi.' el tutor, nú· 
mero 47, . 

~ Donaí, 30 (1(' J!'nio ;lt~ l~~~);) (U,~::()Z, 18;jv,~, 56). 
3 Anbry,y H,lU, p1'o. filO, nuta 20, y los autores allí cít~atlos. 
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pues, que estuviese compreudida en uno de aquellos que 
le estan prohibidos. Ahora bien, á diferencia del antiguo 
derecho, nuestra moderna legislación n~ considera ya la 
rartición como nn acto de enagen'lción; estoJ eS decisivo. 
Se objeta que los arts 499 y 513 prohiben al pródigo que 
re,·iba un capital 1l10biliado; de donde se c~ncluye que si 
hay capitales mobiliarios on la sucesión, el pródign no po 
dría percibirlos sin estar asistido de su consejo. Nosotros 
r )CO!locemos '1ue el espíritu d" la ley así lo quiere, pero el 
texto se opone, por'!ue después ,J" i¡:liJe!' dich<l que el pró· 
digo no puede red)ir un capital mobi!iario, agrega la ley: 
ni dar descargo de él: esto supone que el pródigo acreed·;r 
S1 haila frente á un deu,lor qu~ paga; ahora bien, cuan· 
do el pródigo es llamado á una herAncia, no hay ni deuda 
ni acreedur, ni deudor; el heredero se ap',dera de pleno 
derecho de la propiedad y de la posesión; luego nada recio 
be. E,ta es aun una impresión dellegisladorj pero no in­
cumbe al intérprete colmar el xacío (1). 

11l. De [os compromisos contmídos pOI' lali personas 

colocadas bajo consejo. 

371. Ya hemos hecho la ohservación de que el gocódi 
no coloca á las personas provistas de un consejo entre las 
que él declara incapaces de contratar (art. 1124;; y como 
el art. 1123 dice que toda persona puede contratar, si no 
está declarada inca paz por la ley, debe resolverse que los 
pródigos y los débiles de espíritu tienen h capacidad de 
obligarse por vía de contrato. Sin embargo, esta capaci­
dad está restringida por las inoapacidades de que aquellos 

1 Ronen. In <lo Ahril <le 1847 (Dall"z. 18-17,2, nI). Donai, 30 <lo 
Junio <le 1855 (DalIoz, 1856, 2,56). J,08 autores estan dividi(los. 
Véaso Aullry y Rall, t. 1", p. 572, nuta 17, y los dutores alií oitarlos. 
Eil el sentitlo de nuestra. opinión, yéase Duranton, t, 7~, núm. 127. 
Rolland, (le Villargnes, en la pal"bra partición, núm. 79. 



642 DE LAS PEll~ONAS 

están afectados en virtnd de los arts. 499 y oi3; luego si 
no pueden enagenar ni pedir prestado, claro es que no pue­
den obligarse como vendedores ni como personas que pi· 
den prestallo. Resulta de aquí que las personas colocadas 
en consejo no pueden obligarse sino dentro de los limites 
de su capacidad. Cuando ellas contratan dentro de estos 
limites, son capaces, tanto como los mayores que tieneu el 
libre ejercicio de sus derechos. Siguese de aqui que su fa­
cultad de contratar, dentro de estos limites, no está some­
tida á ninguna restricción. 

El principio, tal como nosotros lo formnlamos, no está 
admitido ni por la doctrina ni por la jurisprudencia. Lue­
go necesitamos entrar en la discusión de las opiniones di­
sidentes, que son muy vagas y muy inciertas. Se pregun­
ta si el pródigo puede comprar, sin la asi~tencia de su con­
sej0' objetos mobiliarios, cosas necesarias á la vida, t,léS 
como vestirlos, y si puede pagar su precio con cartas orden, 
á falta de dinero al contada. Si, dice la corte de Orléans¡ 
porque en este caso, las cartas orden no son préstamos dis­
frazados, sino un medio de pago; por lo tanto, este com­
promiso debe hacerse válido «si narla sospechoso hay ni 
exagerado, y si en definitiva no resulta una lesión eviden­
te para el pródigoD (i). Nosotros comprendemos la res­
triccióu de que el compromiso DO debe ser sospechoso, es 
decir, que la carta orden no debe encubrir un préstamo. 
Pero ¿en virtud de qué principio se resuelve que el gasto 
no debe ser exagerado~ Si el pródigo procede dentro de 
los limites de su capacidad, es plenamente capaz, luego en 
rigor, puede hacer un gasto exagerado. Se necesitarla un 
texto para impedlrselo, y ¿en dónde está ese texto? En va­
no se le buscarla; desde el momento en que estamos fuera 
de los arts.499 y oi3, caemos bajo el império del arUeu-

1 Orleaus, 19 de Junio de .1853 (DlLUOZ, 1854, 5 442). 



DE tA INTERDIeDIO, 543 

lo H24; es decir, que el pródigo es capaz, J ¿can qué de 
recho sé restringe su capa"irlad? 

Sin embargu, la corte de casación ha consagrado con su 
autoridad esa doctrina. Ella comienza por c:ecir, lo que es 
de toda evidencia, que ninguna disposición de la ley pro· 
hibe al pródigo que se procure provisiones para sus propias 
necesidades y para las de su familia; en seguida agrega una 
reserva: «dentro del justo límite de sus necesidades y de 
sus recursos.» Nosotros preguntamo3 á la corte en dllnde 
está la disposición de la ley que establece esta restricción 
para los compromisos contraldos por el pródigo. ¡Luego la 
('orte hace la ley cuando no la hay! 

Los tribunales tienen derecho, continúa la sentenda, en 
caso de contienda, de verificar si los abastos han sido ex, 
cesivos, lo que implica el derecho de reducirlos en caso de 
exceso (1 l. ¡Cómo es esto! Las convenciones constituyen 
una ley para 1, s tribunales como para los contrayentes; el 
juez no puede nunca mfldilicarlas ni reducirlas, como tamo 
poco aumentarlas, á menos que un texto formal le dé tal 
poder. Y no conocemos mas 'texto que el arto 484, el cual 
autoriza á los tribunales para qua reduzcan las obligaciones 
contraidas por un menor emaucipado, por vía de compra ó 
de otro modo cualquiera; no hay ni texto ni principio que 
permita extender á los pródigos un poder exorbitante ente­
ramente excepcional. Esto, sin embargo, es lo que ha he­
cho la corte de casadón, y cosa notable, sin invocar ese 
art. 484, porque bastarla leerlo para condenar la jurispru. 
dencia que en él se apoyase. Una reciente sentencia asienta 
como principio que los compromisos subscritos por el pro· 
digo, bajo forma de letra de cambio, no son válidos como 
obligaciones civiles sino cuando se ha declarado no sola· 

1 Sentencia de uenegada apelación, de 3 de Auril de 1855 (Da_ 
Hoz, 1855, 1, 129). 
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mente que están en relación con los recursos del pródigo, 
sino también que se han efectuado dentro del justo límite 
de sus necesidades. Esta es una restricción todavía más se­
vera. A.un cuando los compromisos contraídos por el pró· 
digo nada tuviesen de excesivos, considerando su fortuna, 
seran nulos si no se reconociese al mismo tiempo que tie 
nen por objeto la satisfacción de sus necesidades y que, por 
Jo tanto, le han sido provechosos (1). J,.uego, en definitiva, 
el pródigo ya no está obligado sino en tanto qne ha sacado 
provecho; lo que quiere decir que se le pone en la misma 
Unéa que al menor. La ley lo declara capaz, fuul'a de las 
incapacidades establecidas por los arts, 499 y 1.a3, y la cor 
te de casaciól! lo declara incapaz. 

Cuando nos colocamos fuera de la ley, por este hecho 
mismo nos ponemos por en~ima de ella, y en lugar de in­
terpretarla, se la hace. Escuchemos á Demolombe. El 
asienta como principio que el pl'(;digo no puede eontraer él 
solo ur.a obligación en todos los casos en que no pudiera 
cubrirse sino con el fondo mismo de su fortuna, con sus 
capitales ó con sus inmuebles; luego ni siquiera puede ha­
cer las reparaciones necesarias ó útiles, sin la asistencia dc 
su consejo, á menos que las pague con sus rentas. Hacer 
reparaciones necesarias es un acto de conservacióD; las re­
paraciones útiles son un acto de administradón. "¿Puede 
el pródigo ejecutar 108 act'js de adminish'ación sin estar 
asistido de su consejo? Ciertamente 'lue si, y Demolomho 
conviene 6U ello. ¿Cesan estos actos do ser adminh.trativos 
ó conservatorios cuando él gasto excede la renta del pró· 
digo? ¿Acaso la natUl'aleza de nn acto se determina por la 
cifra del gasto? Este principio puramente im~ginario no le 
es hastante á Demolombej quiere, además, que el juez to-

1 Sentencia de casación, de l~ de Agosto <le 1860 (Dalloz, 1860 
1, 316). 
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roe en consideración la buena ó la mala fe de las personas 
que contratan con el pródigo. ¿No es esto volver al articu­
lo 484? Deroolombe confiesa que ~sto es lo que lamenta, 
y qué él habrla querido que esta disposición se hiciese ex­
tensiva al pródigo (1). Sea eo buena hora, pero ¿desde 
cuándo tienen derecho los intérpretes á traduc:r sus lamen­
taciones en forma de leyes? 

Es lo que hacen los tribunales. A ellos les corresponde, 
dice la cOrte de París, apreciar si las obligaciones que re­
sultan de provisiones ministradas al pródigo deben mante­
nerse, al menos en parte, teniendo er: cuenta la buena fe 
de los proveedores, la naturaleza del gasto y la posición del 
deud"r (2'. La corte aplica literalmente, y sin citarlo, el 
art. 484: .Los tribunales, dice este artículo, tendrán en 
consideración la fortun a del menor, la b1¿ena ó la mala 
fe de las personas que con él ha)'an contratado, la utilidad 
ó inutilidad de los gastos». ¡Decididamente el pródigo se 
vup,lve uu menor! V.lelle ,Ike r¡ue el arto 484 deberá for­
zosamente, y por vía de analogía cclmpleta, aplicarse á las 
personas colocadas en consejo judicial; ellas pueden admi­
nistrar, pero no pueden harer gasl'1s ilimitarl{ls y sin me­
dida}'. Y ¿es verdad que hay analogía co'''pleta enlre el 
menor y el pródigo? QILF se aor,l el código civil; se enea n . 
trara al menor culocado entre I(,s ineapaces lart. 1121», 
mientras que- el pródigo, por el derecho sólo de no éstar 
Je,~laradó incapaz, es capaz, salvo las incapacidades esta. 
bleciJas por el arto 1>13. ¡Luego habría analogía completa 
entre un capaz y un incapaz! Sin duda que el legislador 
habría podido extender á ese pródigo la disposición del ar-

1 D~lUolornb{', t. sn, p. 502, núm, 745, p.-liO'l,núm. 748. 
!:! Yalette. ~'Explicación sumaria del libro 1~," p. 388. 
:J París, 23 de Noyiemure de 1844: (Dalloz, en la. pala.bra interdic_ 

ClÓJ1, número 307, 2~). 
P. d. D.-TOMO V. 69 
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tteulo Q8q, pero no lo ha hecho; por lo tanto, los tribuna­
les no tienen derecho á restringil' la capacidad de una per 
sona reconocida capaz p0r la ley. 

Los gastos de alojamiento y de sostenimiento, dice la 
eorte de Lyon, no entran en los compromisos prohibidos á 

aquél qué está provisto de un consejo judicial; lo que equi­
vale á decir que los contrae con plena capacidad, según los 
términos del art. H2t". Pero, agrega la corte, hay lugar á 
reducirlos á lo que s~a indispensable ~1 'l. ¡Diriase que se trata 
de un axiomal La sentencia no cita ningún texto ni da nin ' 
gún motivo. Se trata al pródigo como si la ley lo colocara 
entre las personas incapaces de contratar: sus compromisos, 
dice la corte de Paris, pueden hacerse válidos, cuando se 
ha establecido que tienen Hna causa séria y que el pródigo 
se ha aprovechado de las causas mismas de sus compromi­
sos l2). Si pueden hacerse válidos, es porque en princi­
pio no lo son, luego el pródigo es incapaz de contratar. ¿Y 
esto es lo que dice el arto bi3? 

Nós parece evidente que la jurisprudencia y la doctrina 
se han salido de los ¡¡mites de la ley creando una incapa­
cidad que ésta ignora. La leyes imprevisív .. , es defectuo­
sa, y nosotros lo reconocemos. No ampara completamen' 
te los intereses de los pródigos '.1 de los -débiles de espiri­
tu; habria debido permitir que se redujesen sus comrromi­
sos cuando son ex"esívos; esto es ciel·to, sobre todo, del 
pródigo; nosotros señalamos el vaclo, pero no creernos que 
corresponda al i,¡térprete colmarlo. 

372. Nosotros suponemos que sea válido el compromiso 
contraido por las P'jl'sonas provistas de un consejo. Queda 
por saber cuál será su efecto. ¿Debe aplicarse el principio 
de que el que com promete su persona compromete sus bie· 

1 Lyo~, 10 de lIIayo de 1861 (Dalloz. 1861,2,165). 
!! París, 23 de Agosto de 1865 (Dalloz, 1867, 1, 4~2). 
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nes, y que todos los bienes del deudor, muebles ti inmue­

bles son prendas de sus a~reedores? :arts. 2092, 2093) ley 
hipotecaria helga, arts. 7 y 81. L~ cnestión es dehatida. 
Nosotros la hemos resuelto en el smtidn afirmativo para el 
menor emancipauo (art. 219); el motivo para decidir es el 
mismo para el débil de eSf'Íl'itu y para el pródigo. El prin­
cipio asentado por la leyes general yabsuluto: «Quien quie­
ra que se obliga person,¡]lllente uebe satisfacer sus compro­
misas con todos sus hienes mobiliarios é inffiobiliarios, 
presentes y futuros.» Se objeta que esto supone persouas 
capaces de obligarse. Sin duda que sí, porque evidente­
mente que los in"apaces no obligan sus bien0s por las obli­
gaciones que contraen, supuesto que son incapaces ue con­
tratar. Pero las personas provistas de un consejo judicial no 
son incapaces; nosotros suponemos que sus compromisos 
h~n sido subscritos dentro ,le los limites de su capacidad; 
por lo tanto, deben surtir el mismo efecto que si hubieren 
sido subscritos por mayores. Hay, no oustante, una razón 
para dudar. Los pródigos y los débiles de inteligencia no 
pueden enagenar; ahora bíen, lo que les estil prohibido ha· 
cer directamente, les está también prohibido contrayendo 
compromisos. 

NosOtros contestamos, y la respuesta es perentoria, que 
las personas puestas en consejo no eluden la prohibi­
ción que tienen hecha para ellagenar, cuando contratan 
dentro de los límites de su capacidad; así es que no se 
puede aplicarles el adagio que acabarnos de citar, porque 
dicho a,lagio tiene precisamente por objeto impedir que se 
eluda la prohibidón de la ley. Teniendo los pródigos y los 
débiles de espíritu el derecho de contra~r ciertos compro­
misos, la ley debía garantirlos por la ejecución forzada, 
como garantiza toda obligación válidamente contraída. En 
vano se objeta que, en este sistema, la protección que la 
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ley quiere conceder al prodigo será incapaz. La objeción 
estaría fundada en la opinión qne acabamos de sostener con 
cerniente á los compromisos oontraídos por las personas 
pl·ovistas <In un consejo; no lo está en la opinión general­
mente adoptad," que n) hace válidas las obligaciones de lo:; 
pródig<1s si¡¡o cuando les han sido provechósas: ¿no es justo, 
en esta doctrina, que ellas puedan ejecutarse sobre su patri 
monio (1 j. 

En tanto que la objeción oc, dirija á nuestra opinión, la 
remitimos alll'gislador: no ", trata de saber si tal ó cuál 
sistema protege eficazmente al pródigo, sino si es el siste· 
ma de la ley. La doctrina que rehusa á los acreedores del 
pródigo el derecho de tomar posesión de sus bienes mue­
bies é inmuebles es un nuevo paso en la vía extmle;;"l én 
que se ha colocado la jurisprudencia. Dicha doctrina viene 
á parar en consecuencias que demuestran la falsedad del 
principio de donde dimanan . No se pondrá á discusión que 
el pródigo no esté obligado por su delito y su cuasi-delito; 
el menor lo está; con mayor razón, dice la corte de Parls, 
el pródigo (2). Pues bien, si se establece como princi­
pio que el prórligo no obliga sus bienes muebles é inmue­
bles por sus contratos, tampoco los comprometerá por sus 
delitos: de suerte qua se le permitirá que impunemente 
cause por su culpa y hasta por su dolo, todo género de da· 
lIos, sin que las reparaciones civiles á las que sea condena­
do puedan ejecutarse sobre su patrimonio. 

Núm. 4. Del electo de los actos celebrados por los 
débiles de espíritu y por los pródigos. 

373. Cuando los débiles de espíritu y los pródigos ejeeu-
1 Aubry y Ran, t. 1':', p, 573, Y nota 21. En se,utillo contrario, sen. 

tencia de·DijoD, ele 22 de No\"emure ,le 1867 (Dalloz, 1868,2, 7~, Y 
la nota del deci,iouista). 

2 PalÍs, 7 <le Mayo de 1852 (Dalloz, 1853, 2, 80). 
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tan un acto que no les está prohibido, están bajo el domi­
nio del derecho común, y en consecue~eia, no puedeu ata­
car pi acto sino en los ca'os en que un mayn¡' polria ata­
carlo. Lo mismo es si hacen ron la a~i,tenda Je su conse­
jo un acto que les estA prohibido, Asistidos de su consejo, 
c(~san oe sar incapaces; lu()go están regidos por el derecho 
común. Y si ejecutan sin ia asistencia de su co¡¡sejo un ac10 
qnc les esté prohibido, el acto es nulo de derecho, lo mis­
mo que los actos celebrarlos por el incapacitado. El código 
lo dice en el art. 1)02 para los d~biie,; de espíritu. El artí· 
culo 1)13 no reproduce esta disposición para los pródigos 
¡,Debe inferirse de esto que los actos que ellos ejecutan sin 
estar asistidos de su consej o no son nulos de derecho? Cier­
tamente que nó. Poco importa lacausa por la cual se nomo 
bró un consejo judicial; que sea por prouigllilhd ó [11r 
debilidad de espiritu, los efectos en ambos easos son idén· 
ticos. No hay dos especie~ de consejo judicial, no hay más 
qu~ una; el ohjeto es el mismo, luego las consecuencias 
0(:1 "m ser las mismas. Esto, por otra parte, es la aplicación 
de un principio general concerniente á hs incapaces. Los 
actos ejecutados por la majer casada sin a'ltorización mari­
tal son nulos de derecho; ¿por qué? Porque tiene sobre si 
la incapacidad jurioica á contar desde la celebración del ma· 
trimonio. Los actos del incapacitado son nulos de dere~ho: 
¿por qué? Porque el fallo establece una presunción de in­
capacidad. Esta misma presunción existe para el débil de 
espiritu á contar desde el fallo que le nombra un consejo, 
y dehe existir también para el pródigo. 

As!, pués, es preciso aplicar á los actos celebrados por 
los pródigos y los débiles de espiritu, posteriormente al fa. 
lIo que les nombra un consejo, lo que hemos dicho de los 
actos ejecutados por el incapacitado (núm. :.!Oq). Son nulos 
de derecho, lo qUé significa que el tribunal debe anularlos 



550 DE LAS PEltllONAS 

por el hecho sólo de que los ejecutó uua persona puesta 
bajo consejo sin asistencia de éste; el actor nada tiene que 
probar, ni lesión ni mala fe ele tercero; una sola prueba tie· 
ne que rendir, y es que el acto se bizo posteriormente al 
fallo que nombró el consejo. L,)s tribunales, dominados 
por la imperiosa influencia de los beuhoB, se ban desviado 
algunas veces del rigor de estll principio. Se ba Callad/) que 
la nulidad resultante de la falta de asistencia del consejo 
Ilra una simple rescisión por causa de lesión; que la resci· 
ció n no debla pronunciarse cuando los terceros hablan con· 
tratado de buena fe, á ciencia y paciencia del consejo que 
se había quedado en la inacción, de modo que los tercel·os 
deblan ignorar la incapacidad de aquél con el cual trata­
ban (f). Esta decisión se funda en la equidad y esto es in· 
contestable; ¿pero lo está en derecho? Con leer el arto li02 
es suficiente para convencerse del error en que ha caldo la 
corte de Metz. La corte habla perdido además de vista el 
arto H lS, que establece el principio fundamental en ma­
teria da lasión; ésta no vicia las convenciones sino en oiertos 
contratos ó respecto á ciertas personas. ¿Cuáles son estas pero 
sonas? Los menores (ert. 1305), y los menores solos. Esto 
deride la cuestión para los débiles de esplritu y los pródi­
gos (2). En cuanto á la buena fe de los terceros, no puede 
invocarse para dar validez á actos que sou nulos de dere­
cho. Todo lo que la equid~d puede exigir del rigor de la 
ley, és que el pródigo esté obligado á restituir aquello con 
lo que se ha enriquecido. En este sentido, puede decirse 
que está obligado eu tanto que se ha aprovechado del acto, 
por aplicación de la máxima de justicia de que nadie pue· 
de enriquecerse á expensas de otro (3). 

1 Metz, 21 de :\taro de 1817 (Dalloz, en la. palabra interdiccióll, nú. 
mero 260~ 2?). 

2 Amian., 21 de Julio de 1852 (Dalloz, 1853, 2,39). 
3 BrU8elas,l° de Agosto de 1860 (Pa.sicrisia, 1860, 2, 351). 
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El prinripio establecido por el arto 302 es absoluto; se 
aplica á todo género de nOI", jurídicos, á los fallos tanto 
comu á los actos extrajudiciales. Asl lo ha fallado la corte 
de Bruselas, y en verdad que esto no puede originar du· 
das ~1). 

374. Supuesto que los actos celebrados por los pródigos 
y los débiles de espíritu son nulos de derecho, la acción 
por la cual se atacan dichos actos es una acción de nulidad, 
y ésta se rige por los principios generales de las demandas 
de nulidad. En primer lugar, la nulidad es relativa, es de­
cir, que la persona provista de un consejo es la úni~a que 
de ella puede prevalerse. Por ar¡alogl-a dehe aplicarsll á los 
débilés de espíritu y á los pródigos lo que el arto 1123 di­
ce de los in"apaces, menOres, incapacita,jos y mujeres ca­
sadas: las personas capaces de contratar no pueden oponer 
la incapacidad de aquél con quien contrataron. E,to es de 
derecho común; 0uando la nulidad no es de orden público 
la acción no puede intentarse sino por la parte en cuyo pro­
vecho se estableció; ahora bien, es muy' evidente que si el 
acto ejecutado por un débil de espiritu ó por un pródigo 
se declara nulo, es única:nente por su propio interés. 

La acción debe intentarse dentro de los diez años. Esto 
es la aplicación de la regla general establecida por el arU­
cul" 1304, por cuyo tenor la ac"ión de nulidad de las con­
venci'lnes se limita á diez a!los. ¿Cucindo comienz~n á con­
tarse esos diez afns? El art. 1304 e,talJlece que la prescrip 
ción no curre, respecto á los actos ejecutados por los inca­
pacitados, sino dead ,el día en que se levanta la interdicción. 
Por anal"gía, hay qae detlucir que el plazo no corre, para 
los actos ejecutados por los pródigos y los débiles de espi­
ritu, sino desde el fallo que pronuncia el levantamiento de 

1 Bruselas, 24 (lB Dicwmhrt1 <10 1851 (Paswrisia, '!.852j 2, 250, Y 
DilHoz, en la palabra interdicción, nÍlm. 29~). 
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la prohibición de proceder sin la asistencia del consejo. En 
efecto, el arto 130lt, no es más que la aplicación del princi· 
pio en el cual repo.a la prescripción de diez allos: tlS una 
confirmación tácita, como lo diremos en el título de las 
Obligaciones, luego implica la capacidad de confirmar; 
:¡.hora bien, por todo el tiempo que el pródigo y el débil de 
esplritu estén bajo consejo, dejan de ser cap~ces de confir­
mar el acto nulo, asl como de ejecutarlo, porque la conlir­
maCÍ<)n estaría viciada por la misma causa que vida el 
acto (1). 

¿Cuáles el efecto de la anulación? En prineipio, los actos 
anulados se consideran como no-hechos; en este sentido es 
Cama debe tlntenderse el adagio que lo que es nulo 00 pro 
duce ningún efecto. Siguese de aquí que las partes contra­
yentes deben volverse á poner en el estado en que estaban 
antes de haber contratado; luego si una de-ellas recibió al­
go en virtud del contrato, debe restituirlo. El art. 1312 
deroga este principio; establece que los menores, los inca­
pacitados y las mujeres casadas, ~uyas obligaciones se anu 
lan, no deben reembolsar lo que se les ha pagado, á menos 
que se pruebe que lo pagado redundó en su provecho. Esta 
disposición debe aplici.\rse por analogía á 1"os pródigos y á 
los débiles de espiritu, porque hay motivo idéntico para 
decidir. Podria objet4rsenos que el arto 1312 establece una 
excepción, que ésta sólo concierne á los incapaces, y que 
en nuestra doctrina, los pródigos y llls débiles de espiritu 
no son incapaces. Cierto es que la ley no los pone entre 
los. incapaces. De todos modos, es claro que deben asimi­
larse á los incapaces, en el sentido de que no pueden ser 
vulnerados por los actos que ejecutan. Esto es suficiente 
para que se les aplique el art. 1312. En este sentido es 
CO)]lO debe entenderse una sentencia de la corte de casación 

1 Demolombe, t. 8~, p. 518, núm. 767. 
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que resuelve en términos demasiado absolutos que el pr¡}­
dig o nada debe restituir de un prestamo que se le hace (i). 
Si nada debiera restituir, aun cuando el pré,tamo le hubiese 
aprovechado en todo ó en parte, se enriquecerla á expensas 
del prestamista. Es preciso, al contrario, aplicar la máxi­
ma de equidad según la cual nadie puede enriquecerse á 
expénsas de otro. De este modo se concilia la equidad con 
el rigor del derecho. 

Por último, la nulidad puede cubrirse por una confir­
mación dél pródigo dada con asister.cia del consejo. No 
hay ninguna dUlla acerca de este punto (21. ¿No debe irse 
más lejos y decir que h aprobación dada al acto por el 
consejo, disipa su vicio y lo vuelve válido? Generalmente 
se enseñ_ la negativa. No,otros hemos tropezado ya con una 
cuestión análoga concerniente á la mujer casada, y hemos 
admitido ciertamentp que en contr~ de la opinión dominan­
te, qne la autOrización del marido cubre la nulidad '3) ¿No 
deuen aplic~rse los mismos principios á la asistencia del con­
sejo? H~y un nuevo motivo p~ra dudar. La asistencia es 
más que una autorización, supue,t') que el consejo debe es­
tar presente al aeto: tal es, por lo menos, la opinión que 
hemos sll,tenino. ¿No debe inferirse de esto que la apro­
ba¡'ión posterior no equivale á la asistencia? Nosotros as! 
lo creemos. La cDllfirmación dada por el consejo sólo es un 
simple consentimiento; y éste, á Nuestro juicio, no substi­
tuye á la asistencia, lo que decide la cuestión (4). En la 

1 St~lItelleia de llt-'l'Pgacla "¡lI-'h-W,it.lIl, ne 5 (h~ Agosto I'e ]840 ,Da­
lloz, en la pala.bra interd,ccjim, l¡ÚIlI 294, l°). COTllpárflse, 8entencia 
ele Hrn~el .• s. de l° (ltl Ago"to ¡]p 1,10157, que dice también que, en rL 
gol' dl:l c1ert-'cho, no debería haber ninguna repetioión (Pasicrisia, 
1859, .2,278). 

2 Brll!olI~laR, 9 (lu Odnbre fle 1823 (Pasicrisia, 1823, p. 505, Dalloz, 
en la palaura iftterd?c'ción, núm. 2gb, 3~). 

3 VértRe ,,1 tomo:3'? de eRti\ obra, núm. 166. 
4 Duranton, t. 3~, p. 728, núm, 807, Aullry y Rau, t. l~, p. 568 Y 

nota 9. 
P. dl D.-TOMO V. 70 



opinión de los que enset1an que la asistencia es un simple 
consejo, habr!a 'Iue decidir que la aprobación dada poste· 
riormente al acto equivale á consentimiento; y por lo tan· 
to, á confirmación 

/l. fle los actos anteriores al fallo. 

370. El art. 003 establece que los actos anteriores á la 
interdicción podrán anularse, si la causa de la interdicción 
existiese notoriamente en la época en que se ejecutaron ta 
les actos. ¿Sucede lo mismo con los actos celehl'lldos por el 
pródigo y el débil de espíritu antes dei fallo que les [l(Im· 
bra un consejo? Nó; la comp."lración de los al·ts. 002 y 
!J03 Jo prueba hasta la evidencia. Según el art. 002, los 
actos posteriores al fallo que nombra el consejo son nulos 
de derecho, tanto como los actos ejecuta'los p"r el incapa­
citado, mientras que el art. tí03 limita el derecho de atacar 
los actos anteriores al caso de interdicción. Esta limita 
ción ha sido inscrita en la ley á demanda del Tribunado, á 
fin de qUé no quedase duda algulJu aCllrca de la voluntad 
del legislador (L. Hay Ulla razón para estil diferencia que 
más bien fué indicada que explicada por los oradores del 
gobierno y del Tribnnado (2). 

La deme~ncia tiene una notoriedad que no se refiere 
á la debilidad de espíritu ni á la prodigalidad. Además, 
cuaudo hay enagenación mental, hay por lo mismo incapa­
cidad, mientras que la debilidad de esp!ritu y la prodigali­
dad, sobre todo, UD son una causa natural de ineapaddad, 
y no lo llegan á se1' sino eu virtud del fallo; ahora bien, el 
efecto no puede precoder á la causa (3). Hemos dicho que 

1 Obsl\rnteioncs ,1el Tribunatlo, niun. R (Loeré, t. 3°, p. 407). 
~ Emrnery, Exposición de moth·os, núm. J2 (Locré, t. 3? p. 473). 

Tarrible, (liacm'sos, núm. 11 (iMd, ti. 3~, p. 488 . 
. 1 Demolombe, t. 8", p. 443, núm. 662, y los autores que él oita. 
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sobre todo la prodigalidad, porque la debilidad de espiritu 
en una causa natural de incapacidad, y tiene también cierta 
notoriedad. Este es uno de los casos en que el legislador ha 
hecho mal en confundir y poner en la misma linea al débil 
de espiritu y al pródigo (n. 

Se h:¡ fallado y con razón, que el arto 503 no era apli­
cable, aun cuando d "et') hubiese sido suucrito durante la 
instancia uc nombramiento tle un con,ejos judicial, y sin 
distinsuir si ,,1 tercero <]'11' ha contratado con la persona, 
cuya colocaeión en eonsejo se pedia, tenia eonocimiento de 
las diligencias intentadas !2). N,) aceptamos tal decisión 
sino con una reslricción. Si es un fraude del fallo que va á 
pronunciorse y para elll'lir dc antemano la incapacidad de 
que va á quedar afectado el pródigo ó el débil de espíritu, 
por lo que el tArc,cro ha tratado con él, abusando de su de­
bilidad inteleelual Ó 8xplotan,lo sus tendencias á gastar; en 
tal caso, creemos ']\18 el aclo deberia ser anulado, no en 
virtud del art. 503, sino cn virlud do los pt'incipios gene­
rales de derecho, que pert1liten siempre que se ataquen los 
actos héchos con fraude ,le la ley (3). 

376. Siéndo nnlos de derecho los actos superiores al fa­
llo que nombra un consejo a! pródigo, mientras que los M . 

tos anteriores quedan bajo el dominio del derecho común, 
es de suma importancia detp.rminar la fecha verdadera de 
los actos subscritos por el pródigo. Estos actos casi 1lunca 
tienen fecha cierta, son escritos de caracle,· privado, cal" 
tas-órdenes ó letras de cambio. De aquí dificultades análo· 
gas á las que hemos examinado al tratar de la Interdicción 

1 Domante, Curso analítico, t. 2'\ p. 361, núm. ~E5~ bis X. 
~ Orle.lllR, ~5 de Agosto de 1837 (Dalloz, (>11 la p:.l~ahra inter.ifcriof/. 

número 221. 7~) 
3 Par~H! 10 de J\lar¡t;o lIt) 1854: (Dallo;l;, lRiJ5; ? !!4G). COl1tuncia (le 

denega'¡a apelación,!le 30 de Junio de 1868 (D.¡J!oz, 1869, 1, 230). 
DIlmolowb'ej t. 8', p. 522, núm. 7n.· 
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(núms. 320.322). Los principios son idénticos, pero reina 
también la misma incertidumbre en la jurisprudencia. Err 
esta materia, más que en otra cualquiera, los hechos do mi 
nan al derecho y dictan las sentp.ncias. erran,lo los como 
promisos subscritos por el pródigo no tienen fecha cierta, 
es de temerse que los escritos hayan sido antidatados; este 
temor unido á las circunstancias de h causa, hace proba­
ble la antidata, y la probabilidad Cácilmente se transforma 
en presunción. 

Asi es cómo la corte de Angers anuló las cartas-ordenas 
que no hablan sido registradas, por la razón de que «la jus­
ticia no puede aceptar como válidos compromis'ls tmyas Ce· 
chas son inciertas, sin que se vuelvan ilusiones los Callos 
que nombran consejo á los pródigos.» La corte de casación 
mantuvo la sentencia, declarando que se habla hecho la más 
estrIcta aplicación de la ley (1 l. A nuestro moc:o de ver, 
había violación de la ler, porque la séntencia establecé 
una presunción de fraude en el sentido de que admite, sin 
prueba alguna, que las obligaciones qoe llevan una fecha 
anterior al fallo son por este solo hecho antidatadas, frau· 
dulentas, yen consecuencia, nulas. ¿Puede existir una pre· 
sunción legal sin ley? No derogando el código los principios. 
generales sobre la prueba que resulta de los docomentos de 
carácter privado, 103 mantiene por lo mismo. Luego hay 
que resolver que los escritos, si son reconocidos, hacen 
fe de su fecha, pero únicamente hasta prueba en contrario; 
por lo tanto, al actor corresponde probar el fraude, es de· 
cir, la antidata. 

La corte de Parls ha imaginado otro medio de anular Jo 
billetes subscdtos por los pródigos. Erase un hombre que 
llevaba un nombre querido para la Francia, el prlncipe de 

1 Sentenoia de denegada apelaoión, de 9 Julio de 1816 (DaIloz, en 
la p.A\abra interdic.:ión, núm. 220, 2?l 
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Eckmühl, quier.. había subscrito ó aceptado un buen núme­
ro de letra;; de camhio. Los acreedores obtuvieron fallos p' r 
rebeldía cuando el príncipe se hallaba en Arrira. Su Mn· 
seIo, el conde Coutard, formuló oposición ell "usencia del 
príncipe. Primera irregularidad: ¿cómo ha de poder obrar 
el consejo por sí mismu, cuando su misién única, es asis­
tir al pródigo? ¿y asiste al prótiigo cuando éste ni siquiera 
sabe lo que hliee el consejo? No obstante, la corte de Pa­
rís lI"vó hasta el extremo aquella ficción. Consideró al con­
sejo como á un tercero á quien se oponen escritos no registra. 
tI"s, y que puede, por consiguiente, rechazarlos por no tener 
f,,,,ha cierta (1). ¿Cómo es que el cónsejo había de ser un 
tercero? De dos cosas una. O el consejo se limita á asistir 
al pródigo, lo que es su única misión; en este caso, el pró­
digo es el que figura en la causa, á él se oponen los actos, 
y no S9 dirá que el que los ha firmado es un tercero. O el 
consejo obra solo; esto no puede ser sino como represen­
tante del }ródigo ¿y ell'3presentante es un tercero en euan­
to á los act0S ejecutados por el reprAsentado? Había graves 
presunciones de fraude en el caso de que se trata. Se ha­
bía que admitir al consejo á probar la aotitlata y la prueba 
habría sido fácil, supuesto que se aceptan simples presun­
ciones para probar el fraude. 

Una sentencia de la corte de Ly6n resolvió, y con razón, 
que el pródigo y el consejo no pueden considerarse corno 
terceros en el sentido del arto 1328. 1,1 corte agrega que 
tampoco puede declararse cierta, sin examen, la fecha d 
los actos subscritos por el pródigo, supuesto que esto equí-

, val· Iría á dar á un ineapaz el medio de eiudir su incapaci< 
dad. D, at!uí i.,fi~re que á los tribunales corresponde re­
solver dH hech·) si la fecha es sincera (2). La decisión es 

1 P;,trí~, :!G (lt~ Jamo de 1838 (Dalloz, infetdicGiol1, núm. 303, 2~ ) 
2 LYOIl, 2 de Noviembre de 1831 (Dalloz, en la palabra in1erdi 

ción, número 221, 3?): 
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justa, pero está mal motivada. Desde el momento en que 
se reconoce la acta, la fecha es ciel·t~ entre las partes; pero 
no queda probada sino hasta ins~rirción de falso; las part% 
SIl n admitidas á probar, por todo género de medios, h.sta 
por la presunción, que hay antidata. Este principio garan­
tiza los intereses del pródigo sin sacrificar I'Ji de los t~rce· 

ros. La corte de casación parece caer en el mismo error. 
Ella no quiere que se aplique el art. 1322, es decir, los 
principios generales sobre la prueba á los actos subscritos 
por el pródigo, porque esto ·seria hacer ilusoria la protec­
ción que la ley le otorga, eludiendo la inl~apacidad de que 
se halla afectado (1). Acabam.js de decir que la protección 
no es ilusoria. ¿Y si no se aplicau los principios generales 
á las obligaciones del pródigo, en donde se hallarán moti­
vos para decidir? La corte de casación dice muy bien, en 
la misma sentencia, que á los tribunales corresponde fijar 
la verdadera fl.'cha de los actos que el pródigo ha firmado, 
lo qu~ implica que la fecha que llevan no queda establecida 
sino hasta la demanda de falsedad . Nada más cierto que 
esto; pero no es una excepción al arto 1322, sino más bien 
una aplicacion, como ya lo hemos dicho en el capítulo de 
la Interdicción (núm. 321). Queda por saber quién debe 
rendir la prueba de la antidata. La corte de casación deci­
de que el signatario ó sus herederos son los que pretenden 
que el acta está antidatada; porque oponiendo esa e1:cep· 
ción, se tornan actores y deben, por consiguiente, probar 
el fundamento de su demanda. 

Tales son los verdaderos principios. Nosotros los encon­
tramos consagrados en una sentencia de la corte de Orleans. 
La corte comieoza por decidir, lo qUQ es incontestable, que· 
el arto 1322 debe aplicarse á los a~tos subscritos por el 

1 Sentencia de deuegada apelación, de 8 de Marzo de 1836 (Da. 
llOill, en la palabra interdicción, núm. 221, 6"). 
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pródigo, por la razón mny séncilla de que el código no ha­
ce excepción en el título de la Interdicción y del Consejo 
judicial. Este sistema garantiza suficientemente los inte­
reses del pródigo, puesto que la prueba de la antidata pue­
de hacerse aun por medio de simples presuncionM; prueba 
que los tribunales admitirán fácilmente en razón de la po. 
sición excepcional en que se halla el pródigo. Pero el juez 
no debe, á fuerza de querer proteger al pródigo, sacrificarle 
los derechos de los terceros. Al pródigo, pues, ó á sus re­
presentantes, eorresponde proba¡' d fraude, es decir la an­
tidata (1). La corte de París habia admitido la validez de 
U"3 letra de eambio subscrita por un próJigo antes ¡j-¡ fa· 
llo, reputando la fecha como cierta. Su sentencia fué casa­
da; ella habia deLido admitir al pródigo á que probase el 
fraude, es decir la antidata (2). 

Al pródigo corresponde rerrdir la prueba de la antidata. 
Si no lo logra, el acto será mantenido, como celebrado an­
tes del nombramiento del consejo, y por lo tauto, en una 
época en que él pródigo era capaz. Se ha fallado que si la 
fecha aparente en un6s cpntratos se reconoce inexacta, sin 
que el pródigo establezca la verdadera fecha, al acreedor 
corresponde probar que los hilletes han sido subscritos ano 
tes del fallo (3). ¿No es esto crear una presunción que la ley 
ignora'l Por que el pródigo rinde una semi prueba, ¿hay 
que presumir la auti,lata? De hecho, la corte podía invocar 
simples presunciones para inferi¡' de ellas que hahia anti­
data. Pero es imposibl~ erigir estas pr,)b~bilidades de he. 
chos en uua presunción de derecho. La sentencia de la corte 

1 Orh~anfol, :],j de Ago,to (le 1837 (DalIoz, en la palaura inferdir'_ 
ción, lIúnwro ~21, 1°). 

2 Sentenüia. ele ca~cLCiúll) de 4. tle Fl~brero de 1835 (Dalloz, inter_ 
d1ción, número 221, 4~). 

3 Sentencia ,le (lcnegada apelación, ,le 30 de Junio de 1868 (Da_ 
lloz, 1869, 1, 230). 



560 DE LAS PERSONAS 

de Parls se justificaba, además, por otro motivo, y AS que 
los contratos hablan sido subscritos, después ,le qU>l se habla 
formulado la demanda de nombrami~lIto de Uu cons~jo; 
por consiguiente aun admitiendo la fecha como cierta, h'i­
bla fraude á la ley, luego nulidad. Habl'la nulidad pOI' cau 
sa de fraude, aun cnando la instancia no hubiese aún e", 
meuzado, si el tercero que contrató con el pródigo sabia 
que la intención de la familia era provocar el nombramien­
to de un consejo judicial: esto es siempre un fraude á la 
ley '.1). 

SECCION IV.-Dellevantamiento del fallo. 

377. El arto !H4 establece que la prohibición de proce­
der sin la asistencia de un consejo no se puede levantar si­
uo observando las formalidade~ prescritas para la demanda. 
As! es que se ne~esita un fallo que pronuncie el levanta­
miento del nombramientc. del consejo judicial. Se ha lalla 
do que el nombramiento caía de pleno derecho cuanuo una 
mujer puesta bajo consejo se casaba, en atención á que la 
autorización marital reemplazaba la asi8ten~ia del conse­
jo (2). Esta decisión es contraria al texto y al espiritu de 
la ley. El arto ni4 es formal, se neeesita un fallo. Pur 
otra parte, es inexacto decir que el poder del marido es una 
protección suficiente para la mujer: antes hemos uicho que 
la mujer casada puede ser puesta en cO!lsejo y que éste pue, 
de ser persona distinta del marido (uúm. 346) (3). Por la 
misma razón el consejo dado á la mujer separada de cuer­
po debe mantenerse ('uando la separación de cuerpo cesa 
por el restablecimiento de la vida común (4). 

378. ¿Quién puede pedir el levantamiento? El arto n14 
1 París, 10 \le Marzo <le 1854 '(Dalloz, 1855, 2, 240). 
2 .Nauey, 3 <1e Dioiembre ,le 1838, (Dalloz, intP.rdiccion, núm. 251). 
3 Au bry y Rau, t. 1', p, 566, nota 13. 
4 Doaai, 6 <1e Marzo !le 1857 (Dalloz, 1857, 2, 140); 
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establecp, para el nomhramiento ¡fe un con~e.io judicial, un 
principio idéntico al que estahlere el art. 1>12 ¡¡ara el le­
vantandento oe la interdicdón. Luego hay que aplicar lo 
que hemos dicho del ineapacitado ;núm. 330). Eu la opi­
nión general que hemos combatido, los que tienen calidad 
I,ara provocar el nombramiento ue un consejo judicial pue­
den t'"nhien peJir e1leval'ltamiento del fallo. Por aplica­
ción (le e,te priLldpio, se ha fallado que la mujer podia pe· 
dir el levantamiento del fallo que nombró un consejo á su 
marido '1, 

\ " 

379. ¿Ante qué tribunal debe llevarse h demanda de 
levantamiento? Si un tercero formula la demanda, no hay 

dificultad, porque dche intentarse ante el tribunal del do­
micilio de la persona provista de un con<ejo (2). En la opi­
nión que nosotros hemos profesado en materia de interdic­
ción, la demanda debe formlll,r1a el pródigo ó el déLJil de 
espiritu, a,istido de su conS8j", supuesto 'lue s:n la asisten· 
cia de éste, aquél no puede litigar. Siguese de aquí, que 
no hay demandado; 1" que no impide que el tribunal del 
'¡omie,[;o sea competente, como lo hemos dicho al tratar 
de la [nlerdicción (núms. 331 y 332). 

En cuanto al prtlcedimiento, síguense las formas prescri­
tas para la demanda de nombramiento de un consejo judi­
cial (art. 51~). 

Apendice. 

379 bi~. El deudor que ha conséguido un sobrese imiento 
puede ser colocado bajo nna e_pecie de consejo jndicial. 
Conforme á la ley Je 18 de Abril de 181> 1 1, art. 600), la cor-

1 Hellues, 16 de .A .. go~t u ¡j 1\ 18:J~ (Dalloz, ilderdíer:iúlI, H (¡m, ~HJ, 1")' 
D,-,11Hj'oJlIlh'. e ;jO, p. 5:.:401 Ilúm. 77-1-. 

~ BelllclleiH de dellegh(ia <lp,'lación, de 14 de Diciembre de 18-10, 
l),lll o Z, 1m el d ¡(,(,lOli, UÚu!. !::b9, ~O) 

P. di D.-TOMO V. 71 
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te que otorga el sobreseimiento puede nombrar uno ó varios 
comisarios, encargados de vigilar las operaciones del deu 
dor. Este no puede, sin la autorización de los comi~arios, 

enagenar, comprometer ó hipotecar sus bienes, muebles ó 

inmuebles, litigar, transigir, pedir prestado, recibir ningu­
na liuma, recibir ningún pago, ni ejecutar ningiln acto de 
administración. En caso de desacuerdo entre el deudor y 
los comis8t'ios, la cuestión queda decidida por el tribunal 
de comercio (ley de 18 de Abril de 181>1, arto 603). Esta 
materia pertenece al derecho mercan til. 
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